
 

 
Señor  
JUEZ PENAL MUNICIPAL CON FUNCION DE CONOCIMIENTO 
BOGOTA 
 
RAMA JUDICIAL – RECEPCIÓN DE TUTELA   
REF.: ACCIÓN DE TUTELA/ SOLICITUD DE MEDIDA PROVISIONAL  
ACCIONANTE: ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA  
ACCIONADOS: - COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL (CNSC) & FUNDACION 
UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA.  
VINCULADOS: TERCEROS LEGITIMADOS EN LA CAUSA POR ACTIVA Y PASIVA  
ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA, mayor de edad, vecino y residente en la ciudad de 
Bogotá, identificado con cédula de ciudadanía No. 1.010.230.604 expedida en Bogotá, obrando 
en nombre propio, en calidad de aspirante y concursante, dentro del concurso de méritos del 
Proceso de Selección DIAN 2022, Modalidad de Ingreso; OPEC No. 198333, Cargo Gestor 
I,  código 301, grado 01, nivel jerárquico profesional, en el concurso de méritos para proveer 
vacantes de Carrera Administrativa, interpongo acción de tutela con solicitud de medida 
provisional, contra la decisión que me impide quedar incorporada en la lista de elegibles, la 
cual a la fecha no se encuentra notificada, decisión adoptada dentro del concurso, que omite 
mí inclusión en la lista de elegibles, la cual no  me permite la continuación en dicho proceso; la 
presente acción de tutela se interpone en contra de la COMISION NACIONAL DEL SERVICIO 
CIVIL (CNSC), órgano constitucional, autónomo e independiente de la rama del Poder Público, 
de carácter permanente del nivel nacional, dotada de autonomía administrativa, personalidad 
jurídica y patrimonio propio, y la FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA, por 
considerar vulnerados mis derechos fundamentales, al debido proceso administrativo, 
igualdad, seguridad jurídica, derecho al trabajo; derecho al acceso a cargo públicos; en 
armonía con el principio de confianza legítima, conforme a las pruebas que adjunto y de 
acuerdo con los siguientes hechos:  
 

I. HECHOS 
 

Agotando la primera etapa de la convocatoria, con fecha 17 de septiembre de 2023, me 
presente al examen selectivo, convocado por la CNSC, el cual se adelanto por parte de la 
FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA, con fecha 26 de septiembre, se 
publicaron en la página de la CNSC, en lo pertinente y conducente a mi prueba, los siguientes 
resultados:  
 

1. Prueba. Tabla 9: prueba de competencias básicas u organizacionales puntaje 
aprobatorio 70,00 resultado parcial 88, 23. 

 
2.  Prueba. Tabla 9: prueba de competencias funcionales, puntaje aprobatorio 70,00 

resultado parcial 69,42. 
 
Estado: No continua en curso. 



 

 
 

 
 
1. El Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento Administrativo de la Función 
Pública, mediante Decreto 071 del 24 de enero del 2020, se establece y regula el sistema 
específico de Carrera de los empleados públicos de la Unidad Administrativa Especial 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y se expiden normas relacionadas con la 
administración y gestión del talento humano de la DIAN.  
 
El Decreto 071 del 24 de enero del 2020 establece en el literal b) del numeral # 28.3 del Artículo 
28, quien obtenga un total aprobatorio, que en ningún caso sea inferior al 70%, tendrá derecho 
a la lista de elegibles, tal como se transcribe a continuación, a pie de letra, así:  
 

“Artículo 28. Etapas del proceso de selección para Ingreso y ascenso. proceso de 
selección para el ingreso o ascenso de los empleos DIAN comprende: (i) la 
convocatoria; (ii) el reclutamiento; (iíi) la aplicación y evaluación selección; (iv) la 
conformación de la lista de elegibles y (v) la vinculación a carrera en período de prueba. 
El contenido y objeto de estas etapas se definen a continuación:  
28.1 ….  
28.2 ….  
28.3 Aplicación y evaluación de las pruebas de selección. Los aspirantes al ingreso o 
ascenso a los empleos públicos de la DIAN, que fueren admitidos por reunir los 
requisitos exigidos en la convocatoria, deberán presentar las pruebas o instrumentos 
de selección correspondientes, las cuales tienen como finalidad apreciar las 
competencias, aptitudes, habilidades y potencialidades del aspirante.  
 



 

A los aspirantes inscritos se les podrá aplicar primero la prueba o pruebas eliminatorias 
y luego hacer la verificación de requisitos a quienes la(s) superen. Las pruebas o 
instrumentos de selección, así como la evaluación y calificación de las mismas, se 
regirán por las siguientes reglas:  
 
a) Se diseñarán para identificar y validar las competencias de los aspirantes, de acuerdo 
con lo requerido en los niveles jerárquicos de los empleos y las calidades laborales 
requeridas para desempeñar con eficiencia el empleo a cuyo ingreso o ascenso se 
aspira.  
 
b) Tendrá el derecho a integrar la lista de elegibles y a ser nombrado en la vacante 
convocada quien obtenga un puntaje total aprobatorio que, en ningún caso, sea inferior 
al setenta por ciento (70%) del máximo posible en el concurso, y quien haya aprobado 
los exámenes médicos y de aptitudes psicofísicas. Sin perjuicio de lo anterior, la 
convocatoria podrá establecer un puntaje total aprobatorio superior.  (Subrayado es 
propio) 
 
c) La valoración de estos factores se efectuará a través de medios técnicos, que 
correspondan a criterios de objetividad e imparcialidad y con observancia del principio 
constitucional de transparencia en el ejercicio de la función administrativa.”.  

 
El Decreto 071 del 24 de enero del 2020, establece en el artículo 29, las dos fases 
independientes que se deben adelantar, para la provisión de empleos a nivel profesional, de 
los procesos misionales de la DIAN, bajo las modalidades de ingreso o ascenso, que a su letra 
dice en los numerales 29.1 y 29.2, así:  
 
29.1 Fase I. La Fase I corresponde a la aplicación de competencias básicas para la DIAN y 
puede comprender pruebas de integridad, polígrafo y de competencias comportamentales, 
según el perfil y el nivel del cargo al que se aspira. Esta fase es de carácter eliminatorio y su 
mínimo aprobatorio se definirá en la convocatoria. (Subrayado es nuestro) 
 
29.2 Fase II. A esta fase serán llamados, en estricto orden de puntaje, y en el número que 
defina la convocatoria pública, los concursantes que alcancen o superen el puntaje mínimo 
aprobatorio de la Fase I. (Subrayado es nuestro) 
 
Actuando en oportunidad, y por resultar procedente, envié por la página habilitada por la CNSC, 
el siguiente recurso de reposición: 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

“RECURSO DE REPOSICION 

 
Bogotá, Octubre 2 de 2023 
 
Señores 
FUNDACION UNIVERSITARIA  
DEL AREA ANDINA 
Ciudad. 
 
REF: Proceso de Selección DIAN 2022, Modalidad de Ingreso; Resultados del examen 
del OPEC No. 198333, Cargo Gestor I, Estado actual: No continua en curso. 
 
ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA, identificado con cedula de ciudadanía No. 1010230604 de 
Bogotá, obrando en nombre propio y representación, muy respetuosamente interpongo ante 
su despacho, recurso de reposición, contra el resultado de la prueba de competencias 
funcionales, del examen de la referencia, mediante el cual se me notifica, que no continuo en 
el proceso de selección, porque con un puntaje obtenido de 69,42 puntos, no alcanzo el puntaje 
aprobatorio de 70,00 puntos.   
 

HECHOS 
 
PRIMERO: Agotando la primera etapa de la convocatoria, con fecha 17 de septiembre de 2023, 
me presente al examen selectivo, del cual con fecha 26 de septiembre, se publicaron en la 
página de la CNSC, en lo pertinente y conducente a mi prueba, los siguientes resultados:  
 

3. Prueba. Tabla 9: prueba de competencias básicas u organizacionales puntaje 
aprobatorio 70,00 resultado parcial 88, 23. 

 
4.  Prueba. Tabla 9: prueba de competencias funcionales, puntaje aprobatorio 70,00 

resultado parcial 69,42. 
 
Estado: No continua en curso. 

 
PARA CONSIDERAR 
 
Derivado de la intensa y amplia preparación, que tuve sobre los temas de competencias; y en 
coherencia con el acertado planteamiento, de muchas de las preguntas del módulo de 
competencias básicas, logre obtener un puntaje de 88,23 puntos, con lo cual supere de manera 
ostensible al puntaje aprobatorio de los 70,00, puntos. 
 
En contrario sensu, en lo que respecta a las preguntas de competencias funcionales, muchas 
de estas las encontré con fallas o faltas en su planteamiento, lo cual suscito que ninguna de 
las respuestas, correspondieran acertadamente a esas preguntas; implicando en contra de mis 
intereses que, al no existir seguridad jurídica de la respuesta, el índice de desaciertos, 
terminaron contrarrestando los aciertos, de las preguntas bien planteadas y como tal bien 
respondidas, incidiendo de manera injusta y negativa, para que no haya alcanzado, el puntaje 
clasificatorio de 70,00 puntos. 
 

RESPETUOSA PRETENSION 
 

1. Me encuentro a solo 0,58 puntos de alcanzar el clasificatorio de 70,00 puntos, por lo 
expuesto y como consecuencia, de la legitima aplicación que debe obrar en mi favor, 
de los constitucionales principios de justicia, equidad, seguridad jurídica, confianza 
legitima y favorabilidad, comedidamente me permito de manera respetuosa, solicitar se 



 

revoque la decisión de no continuar en el proceso, y en su lugar plasmar en respuesta 
al presente:  La decisión de poder continuar en el proceso. 

 
2. Ante la eventualidad de que no prospere, en mi favor la anterior pretensión, 

comedidamente me permito solicitar, se me permita acceder al examen, y a la plantilla 
de respuestas que presente, y conocer las respuestas que, según la Fundación 
Universitaria, debe corresponder a cada pregunta, a fin de poder constituir acervo 
probatorio, para poder accionar, eventualmente ante otras instancias, en busca de la 
nulidad de preguntas. 
 

DERECHO 

 

Invoco como fundamento de derecho, el artículo 74 de la ley 1437 Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y demás normativa 

que le resulte complementaria y/o concordante. 

  

PRUEBAS 
 
Ante la eventualidad de no acoger la opción 1 de las pretensiones, solicito tener como 
pruebas el ejemplar del examen y plantilla de respuestas que respondí, junto con 
plantillas de las respuestas elaboradas, por parte de la fundación Universitaria, para 
adelantar la calificación de la prueba.  
 
NOTIFICACIONES 
 
El suscrito recibirá notificaciones en las siguientes direcciones: 
 
Dirección Electrónica:  a_alvarez1996@hotmail.com 
Dirección Física: CR 54 59 61 de Bogotá, 
 
De los señores sustanciadores, 
 
Atentamente, 
 
ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA 
CC 1010230604 
Celular 3144350916”  

 
Por lo anterior y en acogencia de la segunda pretensión planteada, mediante la siguiente 
citación, se me fija lugar, día y hora, para adelantar las acciones permitidas por la Fundación 
Universitaria.  
 

Asunto: Citación para el acceso a Pruebas Escritas del Proceso de Selección 

DIAN 2022, en las modalidades de Ingreso y Ascenso, que se realizará el 
próximo 7 de octubre de 2023. 

NOTIFICACIÓN 

Fecha de notificación: 2023-10-04 

 
* * * 

 

 



 

La Fundación Universitaria del Área Andina, operador del proceso de 
selección, se permite citarlo(a) al acceso del material de Pruebas Escritas 
para el Proceso de Selección DIAN 2022, en las modalidades de Ingreso 
y Ascenso: 

 
Aspirante: ANDRES FELIPE 
ALVAREZ JOYA No OPEC: 
198333 
No Documento: 
1010230604 
Ciudad: BOGOTÁ 
D.C. 

Departamento: CUNDINAMARCA 
Lugar de acceso al material de Pruebas Escritas: COLEGIO 
MANUELITA SAENZ IED 
Dirección: CARRERA 3 ESTE 
# 18 A 34 SUR Bloque: 
BACHILLERATO 

Salón: 83 

Fecha y Hora: 2023-10-07 15:15 

 

Recomendaciones a tener en cuenta: 

- Leer previamente la Guía de Orientación al Aspirante para el acceso al 
material de las       Pruebas       Escritas publicada en 
el link https://historico.cnsc.gov.co/index.php/dian-2022-guias. La Guía le 
permitirá conocer de manera detallada las recomendaciones e 
instrucciones para el acceso al material, las cuales se deben cumplir a 
cabalidad. 

 

- Los únicos documentos de identificación válidos para ingresar al salón 
y poder acceder al material de las pruebas escritas son, la Cédula de 
Ciudadanía amarilla con hologramas, la Cédula Digital o el Pasaporte 
original, en caso de pérdida de la Cédula de Ciudadanía amarilla con 
hologramas, se permitirá el ingreso con la contraseña de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil 

 

- Llegue con antelación al sitio indicado en su citación. 

- Evite aglomeraciones. 

 

- El único elemento permitido para ingresar al salón es un lápiz o esfero. 
 

- No le está permitido ingresar maletines, morrales, maletas, libros, 
revistas, códigos, normas, anotaciones, cuadernos o documentos 
similares. Tampoco puede introducir al salón ningún tipo de aparato 
electrónico, mecánico o de comunicación, como calculadora, celular, 
relojes inteligentes, tabletas, portátil, cámaras de video, cámaras 
fotográficas, etc. 

 

- El uso del celular o cualquier otro dispositivo electrónico se encuentra 
rotundamente prohibido dentro del sitio de acceso al material. Por tanto, 
el operador realizará verificaciones aleatorias durante toda la jornada de 
acceso al material de pruebas escritas para garantizar que se dé estricto 
cumplimiento a esta norma. Así pues, el personal encargado podrá 
solicitar a los aspirantes que permitan la verificación de los elementos 



 

con los que cuentan en los bolsillos, que se retiren gorras, se recojan el 
cabello y que se descubran las orejas y brazos. También, podrán solicitar 
la inspección de cualquier dispositivo electrónico ingresado al sitio de 
acceso al material. 

 

- Si porta la cédula digital, en el momento en que el dactiloscopista 
solicite este documento en el salón de acceso al material de las pruebas 
podrá utilizar excepcionalmente el dispositivo que lo contiene para que 
pueda ser cotejado contra su huella. Una vez el dactiloscopista haya 
realizado el respectivo proceso, tiene que apagar y guardar este 
dispositivo. En ninguna circunstancia podrá volver a utilizarlo en el lugar 
de acceso al material de estas pruebas. 

 

 

- No se contará con servicio de parqueadero. 

 

- Tenga en cuenta los requisitos generales de participación y las 
causales de exclusión del proceso de selección establecidos en el 
artículo 7 del Acuerdo del Proceso de Selección DIAN 2022. 

 

- Al momento de ingresar al sitio de acceso al material de pruebas 
escritas, cumpla estrictamente las orientaciones dadas por el personal 
encargado. 

 

- Ningún aspirante podrá ingresar con acompañante a los sitios de 
acceso al material de pruebas. Las personas en situación de discapacidad 
contarán con profesionales expertos según el tipo de dificultad que 
presenten o por los auxiliares logísticos de cada sitio. 

 
NOTA: 

 

- El concursante es el responsable de su autocuidado y del cumplimiento 
de los protocolos exigidos para el desarrollo del acceso a material de 
pruebas escritas, así como de las recomendaciones entregadas por la 
CNSC durante la jornada. 

 

- Ningún aspirante podrá reproducir ni física ni digitalmente (fotos, 
fotocopias, documento escaneado, notas, transcripciones, etc.) ni retirar 
del sitio de acceso al material de Pruebas Escritas, los documentos que 
le fueron facilitados para la consulta. Evite incurrir en causales de 
exclusión. 

 
Acudí cumpliendo las condiciones de tiempo modo y lugar, a la citación de la Fundación 
Universitaria del Área Andina,  derivados del texto y las respuestas de mi examen, frente a las 
plantillas de respuestas que uso la Fundación Universitaria, seleccioné de las preguntas de 
competencias comportamentales, en las no concordaban mis respuestas frente a las de la 
universidad, y por resultar procedente y en oportunidad, mediante el correspondiente aplicativo 
que estableció la CNSC, interpuse el siguiente recurso: 
 
 
 
 
 
 
 



 

 
 
 
 
 

“RECURSO DE REPOSICION 
 
Bogotá, Octubre 9 de 2023 
 
Señores 
FUNDACION UNIVERSITARIA  
DEL AREA ANDINA 
Ciudad. 
 
REF: Proceso de Selección DIAN 2022, Modalidad de Ingreso; Resultados del examen 
del OPEC No. 198333, Cargo Gestor I, Estado actual: No continua en curso. 
 
ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA, identificado con cedula de ciudadanía No. 1010230604 de 
Bogotá, obrando en nombre propio y representación, muy respetuosamente interpongo ante 
su despacho, recurso de reposición, contra el resultado de la prueba de competencias 
funcionales, del examen de la referencia, mediante el cual se me notifica, que no continuo en 
el proceso de selección, porque con un puntaje obtenido de 69,42 puntos, no alcanzo el puntaje 
aprobatorio de 70,00 puntos.   
 

FUNDAMENTOS DE HECHO Y DERECHO 
 
Como respuesta al recurso de reposición que interpuse, acatando los requisitos de forma y 
oportunidad que determino la CNSC, fui citado para el día sábado 7 de octubre de 2023, al 
Colegio Distrital Manuelita Sáenz, de la ciudad de Bogotá, a fin de cotejar las preguntas y 
respuestas, del examen que presente el pasado 17 de septiembre, frente a la plantilla de  
respuestas, sobre las  que la Universidad, procedió a calificar mi examen; derivado de tal 
inspección, encuentro  infundadas las siguientes respuestas, que dio la Universidad, frente a 
las respuestas que yo plasme en mi plantilla. 
 
Para iniciar me permito indicar la normativa constitucional, y legal que se debe observar de 
manera estricta e irrenunciable por parte de la Universidad, en su calidad de juez de evalúa y 
califica las pruebas que presente.  
 
PARAMETROS POR EL QUE SE DEBE REGIR EL PROCESO DE CALIFICACION DE LAS 
PRUEBAS 
 
Constitución Política de Colombia 
 
“ARTICULO 4o. La Constitución es norma de normas. En todo caso de incompatibilidad entre 
la Constitución y la ley u otra norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales. 
Es deber de los nacionales y de los extranjeros en Colombia acatar la Constitución y las leyes, 
y respetar y obedecer a las autoridades.”  
 

ARTICULO 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están sometidos al imperio de la ley. 

(subrayado y resaltado es mío) 

 

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del derecho y la doctrina son criterios 

auxiliares de la actividad judicial. 

 



 

Principio del debido procedimiento. - Los administrados gozan de todos los derechos y 
garantías inherentes al debido procedimiento administrativo, que comprende el derecho a 
exponer sus argumentos, a ofrecer y producir pruebas y a obtener una decisión 
motivada y fundada en derecho. (Subrayado y resaltado es mío) 
 
El Código Sustantivo del Trabajo en su artículo 21, en concordancia con el artículo 29 
Constitucional contempla el principio de favorabilidad, así: "En caso de conflicto o duda 
sobre la aplicación de normas vigentes de trabajo, prevalece la más favorable al 
trabajador. La norma que se adopte debe aplicarse en su integridad" (Subrayado y 
resaltado es mío).  
 
Aforismo o máxima en temas jurídicos: UBI LEX NON DISTINGUIT, NEC NOS DISTINGUERE 
DEBEMUS traduce: “Donde la ley no distingue, tampoco nosotros debemos distinguir”. 
 
Lo anterior para probar que la Universidad, se encuentra obligada a fundamentarme en estricto 
derecho, (sin recurrir ni a las mencionadas fuentes auxiliares, analogías o similares ni al 
parecer subjetivo del sustanciador de turno y en el caso de dudas resolverlas a mi favor), sobre 
las respuestas en las que considere que no tengo la razón, a pesar de los fundamentos que 
expondré a continuación: 
 

I. Pregunta 26: Se preguntaba por cómo podría un funcionario, generar un incentivo 
desde el área de talento humano, para el reconocimiento de servidores 
sobresalientes. 

 
Respuesta de la Universidad, opción (A), tendiente a señalar que sería una opción idónea 
la difusión de la producción intelectual en medios de circulación nacional. 
 
Mi respuesta: Opción (C) que indicaba como una opción idónea la generación de redes para 
la interconexión de funcionarios. 
 
Mis fundamentos: Encuentro que las 2 respuestas son válidas y complementarias, toda vez 
que el argumento que esgrime la universidad apunta,  a que se le de una publicidad, a los 
logros del servidor sobresaliente, mismo objetivo y eventualmente más útil para la entidad que 
esa publicidad se dé entre los funcionarios intervinientes, a través de la generación de redes 
para la interconexión, basado en los citados parámetros de calificación, solicito 
respetuosamente se me fundamente que la única y exclusiva razón es la que aduce la 
Universidad, y que expresamente mi razón se debe descartar, o en contrario sensu se me 
indique que norma lo establece de manera puntual, al existir más de una respuesta valida, en 
aplicación del principio de favorabilidad, se me debe recalificar como valida mi respuesta.  
 

II. Pregunta 33: Se solicitaba al funcionario la generación de planes de bienestar 

con el objetivo de fomentar la motivación dentro de los funcionarios. 

 Respuesta de la Universidad, opción (A), tendiente a señalar que sería una opción 

correcta era la a la cual indicaba que el funcionario debía programar actividades de trabajo 

en equipo  

Mi respuesta: Opción (B) que indicaba que se podrían crear espacios para afianzar la 
integración y adaptación. 
 
Mis fundamentos: Encuentro que las 2 respuestas son válidas y complementarias, dado que 
la programación de actividades de trabajo en equipo de la respuesta de la Universidad (Opción 
A), lo que buscan de manera inequívoca y lógica es la de crear espacios para afianzar la 
integración y adaptación, descrito en mi respuesta como opción B, es más si no están creados  
los espacios para afianzar la integración y adaptación de mi respuesta; por secuencia lógica 



 

no se podrían programar actividades de trabajo en equipo, en otras palabras sin el contenido 
de mi opción B), no se podría realizar las actividades descritas por la Universidad como opción 
A), basado en los citados parámetros de calificación, solicito respetuosamente se me 
fundamente que la única y exclusiva razón es la que aduce la Universidad, y que expresamente 
mi razón se debe descartar, o en contrario sensu se me indique que norma lo establece de 
manera puntual, al existir más de una respuesta valida, en aplicación del principio de 
favorabilidad, se me debe recalificar como valida mi respuesta.  
 

III. Pregunta 44: Hace referencia a la formulación de un plan nacional de formación y 

capacitación, puntualmente se habla que en las capacitaciones al personal se 

debería tener en cuenta alguna de las siguientes opciones: 

Respuesta de la Universidad, opción (C), conocimiento tácito con el que se cuenta.  

Mi respuesta: Opción (B) conocimiento colaborativo de los asistentes. 
 
Mis fundamentos: Encuentro incompleta la respuesta que la universidad pretende dar como 
valida, toda vez que, la respuesta debió apuntar a la “valoración de los conocimientos 
implícitos”, para saber de qué punto medio, se debe partir el plan de formación y capacitación, 
a fin de lograr un conocimiento acertado, y suficiente para cumplir correctamente con unas 
tareas, para lo cual se requiere del necesario conocimientos colaborativos de los asistentes, 
de no ser así en sana lógica estaría sobrando el curso de capacitación, porque se intuiría que 
todos los participantes con su conociemto tácito, ya lo saben todo respecto de la capacitación 
que se les iba a dictar, basado en los citados parámetros de calificación, solicito 
respetuosamente se me fundamente que la única y exclusiva razón es la que aduce la 
Universidad, y que expresamente mi razón se debe descartar, o en contrario sensu se me 
indique que norma lo establece de manera puntual, al existir más de una respuesta valida, en 
aplicación del principio de favorabilidad, se me debe recalificar como valida mi respuesta.  
 
 

IV. Pregunta 84: Alude a los criterios para poder calificar modalidades de acoso laboral 
incluyendo dentro de las posibles respuestas las siguientes:  

 
Respuesta de la Universidad, opción (A) Entorpecimiento laboral  
 
Mi respuesta: (C) Persecución laboral 
 
Mis fundamentos: Una vez verificada la Ley 1010 de 2006, en su artículo 2 se expresa que el 
acoso laboral se entiende como “toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un 
empleado, trabajador por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o 
mediato, un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, 
terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el trabajo, o inducir la 
renuncia del mismo”. Dentro de las modalidades que contempla dicho artículo se encuentra en 
el numeral 2. “Persecución laboral: toda conducta cuyas características de reiteración o 
evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir la renuncia del empleado o 
trabajador, mediante la descalificación, la carga excesiva de trabajo y cambios permanentes 
de horario que puedan producir desmotivación laboral”. Por su parte, el numeral 4 se establece 
como modalidad el “Entorpecimiento laboral: toda acción tendiente a obstaculizar el 
cumplimiento de la labor o hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio para el trabajador o 
empleado constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación 
o inutilización de los insumos, documentos o instrumentos para la labor, la destrucción o 
pérdida de información, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos.” En ese 
sentido, solicito respetuosamente se me fundamente que la única y exclusiva modalidad de 
acoso laboral válida es la contemplada como respuesta por la Universidad, y se me explique 
expresamente por qué mi respuesta se debe descartar, o en contrario sensu se me indique 



 

que norma lo establece de manera puntual. Considero que tal como dispone la Ley, tanto el 
entorpecimiento como la persecución constituyen modalidades de acoso laboral y que al existir 
más de una respuesta valida, en aplicación del principio de favorabilidad, se me debe recalificar 
como valida mi respuesta y por tanto solicito que en caso de tener razón, se me dé por válida 
mi respuesta a esta pregunta. 
 
 

RESPETUOSA PRETENSION 
 
Con resultado parcial de 69,42 puntos, me encuentro a solo 0,58 puntos de alcanzar el 
clasificatorio de 70,00 puntos, como consecuencia de la debida aplicación de los mencionados 
parámetros para la calificación de las pruebas; y de la integración de los constitucionales 
principios de justicia, equidad, seguridad jurídica, confianza legitima y favorabilidad; 
comedidamente me permito de manera respetuosa, solicitar se revoque la decisión de no 
continuar en el proceso, y en su lugar acoger y recalificar por procedentes, mis respuestas y 
fundamentos, de tal manera que mediante respuesta a este recurso, se vean reflejados la 
calificación de las pruebas comportamentales, con un puntaje igual a superior a 70,00 puntos 
clasificatorios. 
 
DERECHO 

 

Adicionado a la anterior normativa, invoco como fundamento de derecho, el articulo 74 de la 

ley 1437 Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, y demás 

normativa que le resulte complementaria y/o concordante. 

  

PRUEBAS 
 

Solicito tener como pruebas el ejemplar del examen, y plantilla de respuestas que respondí, 
junto con plantillas de las respuestas elaboradas, por parte de la fundación Universitaria, para 
adelantar la calificación de la prueba, y los fundamentos y pruebas que describo en el siguiente 
escrito.  

 
 
 
NOTIFICACIONES 

 
El suscrito recibirá notificaciones en las siguientes direcciones: 

 
Dirección Electrónica:  a_alvarez1996@hotmail.com  
Dirección Física: Carrera 54 No. 59 - 61 de Bogotá, 

 
De los señores sustanciadores, 

 
Atentamente, 

 
 
 
 

ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA 
CC 1010230604 
Celular 3144350916”  
 
Como se puede observar en el recurso incoado, estoy planteando 4 preguntas extractadas, del 
mencionado cotejo que me permitió la CNSC, en las cuales concreto el texto de las preguntas, 

mailto:a_alvarez1996@hotmail.com


 

las respuestas que da la Universidad, y mis respuestas con mi exposición lógica y con 
fundamentos en derecho. 
 
Con fecha 23 de octubre de 2023, se me notifica por intermedio de la página de CNSC, 
la siguiente respuesta, en la cual se omite avocar conocimiento de mis precisos 
planteamientos; expone a través de un patrón de respuesta generalizado, una temática 
adoptada para responder a todos los recurrentes, sin miramientos de las pretensiones 
individuales de cada uno de los petentes.  
 

 

 

 

 

 

 

 

Bogotá D.C. 23 de octubre de 2023 
 

 
Señor(a) aspirante: 
ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA 
ID. 579411440 

Proceso de Selección DIAN 2022 
 

RECPE-DIAN2022-13109 

 

TIPO DE ACTUACIÓN: Respuesta a reclamación. 

ETAPA DEL PROCESO: Pruebas Escritas. 

 
 
En el marco del Proceso de Selección DIAN 2022, la Comisión Nacional del Servicio Civil - 

CNSC suscribió contrato No. 379 de 2023 con la Fundación Universitaria del Área Andina- 

FUAA para: “realizar la Verificación de Requisitos Mínimos, las Pruebas Escritas y la Prueba 

de Valoración de Antecedentes del Proceso de Selección en las modalidades de ascenso 

e ingreso, y la Prueba de Ejecución del Proceso de Selección en la modalidad de ingreso 

para proveer empleos en vacancia definitiva pertenecientes al Sistema Específico de 

Carrera Administrativa de la planta de personal de la Unidad Administrativa Especial 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales – DIAN, Proceso de Selección DIAN 2022”. 

El referido contrato establece dentro de las obligaciones específicas del contratista las de: 

“Atender, resolver y responder de fondo dentro de los términos legales las reclamaciones, 

peticiones, acciones judiciales, constitucionales y demás y llevar a cabo las actuaciones 

administrativas a que haya lugar en ejercicio y dentro de los límites normativos que abarque 

la delegación conferida con la suscripción del contrato, durante toda la vigencia del mismo 

y con ocasión de la ejecución de las diferentes etapas contratadas del proceso de selección. 

(…)”. 

 
A su vez, el numeral 4.4. del Anexo Técnico del Acuerdo de la Convocatoria del 29 de 
diciembre 2022, establece: 



 

 
“4.4. Reclamaciones contra los resultados de las Pruebas Escritas. Las 

reclamaciones contra los resultados de estas pruebas deberán presentarse 

únicamente a través del SIMO, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la 

fecha de publicación de los mismos, de conformidad con las disposiciones del 

artículo 13 del Decreto Ley 760 de 2005 y del artículo 

2.2.18.6.2 del Decreto 1083 de 2015, sustituido por el artículo 3 del Decreto 770 de 

2021, en concordancia con lo señalado en el artículo 35 del Decreto Ley 71 de 2020, 

o de la norma que los modifique o sustituya. El aspirante solo podrá́ reclamar frente 

a sus propios resultados. 

 
En la respectiva reclamación, el aspirante puede solicitar, si lo considera necesario, 

el acceso a las pruebas por él presentadas, señalando expresamente el objeto y las 

razones en las que fundamenta su petición. La CNSC o la Institución de 

Educación Superior contratada para realizar esta etapa del proceso de selección, lo 

citará a través del SIMO para cumplir con este trámite en la misma ciudad en la que 

presentó tales pruebas. 

 
El aspirante sólo podrá́ acceder a las pruebas que él presentó , atendiendo el 

protocolo que para el efecto se establezca, advirtiendo que en ningún caso está 
autorizada su reproducción física y/o digital (fotocopia, fotografía, documento 
escaneado u otro similar), con el ánimo de 



 

 

conservar la reserva contenida en el numeral 3 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004 

o la norma que la modifique o sustituya. 

A partir del día siguiente en que ocurra efectivamente el acceso a pruebas solicitado, 
el aspirante contará con dos (2) días hábiles para completar su reclamación, si así ́lo 

considera necesario, para lo cual se habilitará el aplicativo SIMO por el término antes 

mencionado, únicamente a los aspirantes que en su reclamación inicial solicitaron 
dicho acceso a pruebas. 

En atención a que las pruebas son propiedad patrimonial de la CNSC, su uso por 

parte del aspirante para fines distintos a la consulta y trámite de su reclamación se 

constituye en un delito que será́ sancionado de conformidad con la normativa 

vigente. 

Para atender las reclamaciones de que trata este numeral, se podrá́ utilizar la 

respuesta conjunta, única y masiva, de conformidad con la Sentencia T-466 de 2004 

proferida por la Corte Constitucional y lo previsto por el artículo 22 del CPACA, 

sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755 de 2015. 

Contra la decisión que resuelve estas reclamaciones no procede ningún 

recurso 

(Negrita Fuera de texto) 

En la(s) fecha(s) que disponga la CNSC, que será́(n) informada(s) con una 

antelación no inferior a cinco (5) días hábiles en el enlace SIMO de su sitio web 

www.cnsc.gov.co y en el sitio web de la DIAN, www.dian.gov.co, el aspirante podrá́ 

ingresar al aplicativo con su usuario y contraseña y consultar la decisión que resolvió́ 

la reclamación presentada.” 

En atención a lo anterior, la CNSC dio apertura a la etapa de reclamaciones frente a los 
resultados preliminares de las Pruebas Escritas del Proceso de Selección DIAN 2022, a 
través del Sistema de apoyo para la Igualdad, el Mérito y la Oportunidad, en adelante SIMO, 
a partir de las 00:00 horas del día 27 de septiembre de 2023 y hasta las 23:59:59 del día 
03 de octubre del presente año; es decir, 5 días hábiles (Los días 30 de septiembre y 1 de 
octubre de 2023 no fue habilitado el Sistema-SIMO para interponer reclamaciones) 
conforme a los términos establecidos en el numeral 4.4 del Anexo Técnico; evidenciando 
que usted hizo uso del derecho a reclamar, donde manifestó: 

 
OBJETO DE LA PETICION. 

 
“Buen día, Por medio de la presente yo, Andrés Felipe Álvarez Joya, comedidamente 

solicito el acceso a mi documento de respuestas del examen de ingreso a carrera 

administrativa de la DIAN y de respuestas en el módulo de competencias funcionales 

dado que quisiera contrastar mis respuestas con las correctas y poder verificar la 

correcta calificación, ademas de expresar mi inconformidad dado que hubo 

preguntas mal formuladas y confusas dentro de la prueba presentada. Por lo 

anterior, respetuosamente solicito se me allegue dicha información para poder 

evaluar rigurosamente la calidad de las preguntas. Cordial saludo.” 

 
PDF 

Adjunto. “ 

(…)” 

http://www.cnsc.gov.co/
http://www.dian.gov.co/


 

 
A efectos de atender su reclamación, y con el fin que la respuesta a la misma sea 
completamente clara, se debe traer a colación las siguientes disposiciones: 

 
I. NORMATIVA APLICABLE A LAS PRUEBAS ESCRITAS. 

La normativa que aplica para las Pruebas Escritas, se encuentra establecida en el Acuerdo  
del Proceso de Selección DIAN 2022 No CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022, 
modificado parcialmente por el Acuerdo No. 24 del 15 de febrero de 2023, específicamente 
en los artículos 17 y 18 del Acuerdo y en su Anexo Técnico; siendo este último el que 
detallada el procedimiento y las definiciones relacionadas con las Pruebas Escritas. 
Teniendo en cuenta que, las definiciones y reglas contenidas en el artículo 17 del Acuerdo 
Rector y en el numeral 4 del Anexo Técnico del presente Proceso de Selección, serán 
aplicadas de manera irrestricta para todos los efectos en la etapa de Pruebas Escritas. 

Así mismo, se debe indicar que, acorde a lo señalado en el artículo 7 del Acuerdo, para 
participar en el Proceso de Selección en la modalidad de Ingreso, el aspirante debe: 

 
3. Aceptar en su totalidad las reglas establecidas para este proceso de selección. 

 

El mismo Acuerdo establece como causal de exclusión: 

 
5. No presentar o no superar las pruebas de carácter eliminatorio establecidas para 

este proceso de selección. 

 

En este sentido, es importante señalar que, el artículo 12 del Acuerdo, establece: 

 
ARTÍCULO 12. CONDICIONES PREVIAS A LA ETAPA DE INSCRIPCIONES. Los 

aspirantes 

interesados en participar en este proceso de selección, antes de iniciar su trámite de 

inscripción, deben tener en cuenta las respectivas condiciones previas establecidas 

en los correspondientes apartes del Anexo del presente Acuerdo. 

 
Por otra parte, el literal f del numeral 1.1. del Anexo Técnico, señala: 

 
f) Con su inscripción, el aspirante acepta todas las condiciones y reglas establecidas 

para este proceso de selección, consentimiento que se estipula como requisito 
general de participación en el mismo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
7 del Acuerdo del Proceso de Selección. 

 
4. PRUEBAS APLICADAS, CARÁCTER Y PONDERACIÓN. 

 

Sobre el particular, el Acuerdo del Proceso de Selección DIAN 2022 No 

CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022, modificado parcialmente por el Acuerdo 

No. 24 del 15 de febrero de 2023, indica: 

ARTÍCULO 17. PRUEBAS A APLICAR, CARÁCTER Y PONDERACIÓN. De 

conformidad 

con el numeral 28.3 del artículo 28 del Decreto Ley 71 de 2020, las pruebas a aplicar 

en este proceso de selección, “(…) tienen como finalidad apreciar las competencias, 

aptitudes, habilidades y potencialidades (…)” de los aspirantes a los diferentes 



 

empleos ofertados, “(…) de acuerdo con lo requerido en los niveles jerárquicos de 

(…) [dichos] empleos y las calidades laborales requeridas para desempeñar con 

eficiencia el empleo a cuyo ingreso (…) se aspira (...). La valoración de estos factores 

se efectuará a través de medios técnicos, que correspondan a criterios de objetividad 

e imparcialidad y con observancia del principio constitucional de transparencia en el 

ejercicio de la función administrativa”, con parámetros previamente establecidos. 

Según las disposiciones de los artículos 29 y 30 ibídem, en concordancia con el 

precitado artículo 28, numeral 28.3, de esta norma, para los empleos ofertados del 

Nivel Profesional de los Procesos Misionales de la DIAN, estas pruebas se van a 

aplicar en dos (2) fases (Fases I y II) y para los empleos ofertados diferentes de los 

del Nivel Profesional de tales Procesos Misionales se van a aplicar las pruebas que 

se especifican más adelante. 

 
En los términos del numeral 3 del artículo 31 de la Ley 909 de 2004, “(…) las pruebas 

aplicadas o a utilizarse en (…) [esta clase de] procesos de selección tienen carácter 

reservado, solo (sic) serán de conocimiento de las personas que indique la Comisión 

Nacional del Servicio Civil en desarrollo de los procesos de reclamación” 

(Subrayado fuera de texto). 

 
Específicamente, en este proceso de selección, en virtud de las disposiciones de 

los artículos 28, numeral 28.3, 29, 30 y 56 al 59 del Decreto Ley 71 de 2020, se 

aplicarán Pruebas Escritas para evaluar Competencias Básicas u Organizacionales, 

Competencias Funcionales, Competencias Conductuales o Interpersonales e 

Integridad. Adicionalmente, se aplicarán Curso(s) de Formación, Prueba(s) de 

Ejecución y Valoración de Antecedentes según se detalla en las siguientes tablas: 

 
(…) 

 
TABLA No. 9 

PRUEBAS A APLICAR EN EL PROCESO DE SELECCIÓN DE INGRESO DIAN 

EMPLEOS DIFERENTES A LOS DEL NIVEL PROFESIONAL DE LOS PROCESOS 

MISIONALES QUE NO REQUIEREN EXPERIENCIA EN SU REQUISITO MÍNIMO. 

 

 
En el mismo sentido, en el numeral 4 del Anexo Técnico del Proceso de Selección, indica: 

 
 

4. PRUEBAS ESCRITAS. 
 



 

Estas pruebas tratan sobre competencias laborales que pueden ser evaluadas 

mediante instrumentos adquiridos o construidos para tal fin. 

 
En este proceso de selección se van a aplicar a los admitidos, Pruebas Escritas para 

evaluar Competencias Básicas u Organizacionales, Competencias Funcionales, 

Competencias Conductuales o Interpersonales y Prueba de Integridad según se 

especifica en el artículo 17 del correspondiente Acuerdo: 

a) La Prueba de Competencias Básicas u Organizacionales. Corresponden a 
aquellas competencias mínimas que deben cumplir y acreditar las personas que 
aspiren a ingresar a la entidad (Decreto Ley 71 de 2020, artículo 57). 

 
b) La Prueba sobre Competencias Funcionales evalúa los conocimientos teóricos, 

profesionales y/o técnicos, específicos y necesarios para desarrollar 
adecuadamente una determinada actividad laboral, conforme lo determina para cada 
empleo el MERF de la DIAN (Decreto Ley 71 de 2020, artículo 58). 

 
c) La Prueba sobre Competencias Conductuales o Interpersonales evalúa el 

conjunto de capacidades y habilidades necesarias para dar respuesta a distintas 
situaciones laborales y relacionamiento, de conformidad con el Diccionario de 
Competencias de la DIAN (Decreto Ley 71 de 2020, artículo 59). 

 
d) La Prueba de Integridad evalúa las características estables de una persona que da 

cuenta de la coherencia que existe entre su sistema de creencias y su forma de 
actuar frente a la búsqueda del bien común en las situaciones a las cuales se 
enfrenta en la cotidianidad.” 

 
Con relación a estas Pruebas Escritas es importante que los aspirantes tengan en 

cuenta las siguientes consideraciones: 

● Se aplicarán en la (s) fecha (s) y hora (s) que establezca la CNSC, en las ciudades 
que se indican en el numeral 4.2 del presente Anexo. 

 
● Se van a calificar en una escala de cero (0) a cien (100) puntos, con una parte entera 

y dos 
(2) decimales truncados, comparando el desempeño del aspirante con el grupo de 

admitidos al mismo empleo que las presentaron. 

 
● Los aspirantes admitidos en la Etapa de VRM serán citados a los sitios de aplicación 

de estas pruebas, en la fecha y hora que informe la CNSC por lo menos con cinco 
(5) días hábiles antes de la aplicación de las mismas, a través de su sitio web 
www.cnsc.gov.co, enlace SIMO. 

 
● De conformidad con el artículo 17 del Acuerdo del Proceso de Selección, los 

aspirantes que no obtengan el “PUNTAJE MINIMO APROBATORIO [DE LA] 
PRUEBA” en las pruebas “Eliminatorias”, no continuarán en el proceso de selección 
y, por lo tanto, serán excluidos del mismo, así como los que no obtengan el 
“PUNTAJE MINIMO APROBATORIO [DE LA] FASE” o el “PUNTAJE MÍNIMO 
APROBATORIO GENERAL”. 

 
4.1 Citación a Pruebas Escritas. 

 

http://www.cnsc.gov.co/


 

La CNSC y/o la Institución de Educación Superior que se contrate para realizar 

esta etapa del proceso de selección, informará(n) en su sitio web, la(s) fecha(s) a 

partir de la(s) cual(es) los aspirantes deben ingresar con su usuario y contraseña 

al SIMO, para consultar la fecha, hora y lugar de presentación de estas Pruebas 

Escritas. La CNSC podrá realizar en distintas fechas la aplicación de las Pruebas 

Escritas de este proceso de selección. 

 
Se reitera que a la aplicación de estas pruebas solamente van a ser citados los 

admitidos en la Etapa de VRM. 

Todos los aspirantes citados a estas pruebas deben revisar la(s) Guía(s) de 

orientación para la presentación de las mismas, la(s) cual(es) se publicará(n) 

en los mismos medios indicados anteriormente. (Subrayado y negrita fuera del 

texto). 

Como ya se indicó, las Pruebas Escritas, se valoran “a través de medios técnicos, que 

correspondan a criterios de objetividad e imparcialidad y con observancia del principio 

constitucional de transparencia en el ejercicio de la función administrativa”, con parámetros 

previamente establecidos. 

En cumplimiento del numeral 4 del Anexo Técnico que hace parte integral del Acuerdo este 

Proceso de Selección, las Pruebas Escritas fueron calificadas en una escala de cero (0) a 

cien (100) puntos, con una parte entera y dos (2) decimales truncados. Las pruebas 

eliminatorias sobre Competencias Básicas u organizacionales y Competencias 

Funcionales y las Pruebas Clasificatorias sobre Competencias Conductuales o 

Interpersonales y Prueba de Integridad, se evaluarán en una sola sesión con un solo 

cuadernillo. Los aspirantes que superen el puntaje mínimo aprobatorio de setenta (70.00) 

en la Prueba sobre Competencias Básicas u organizacionales y en la Prueba de 

Competencias Funcionales, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 4.3. del Anexo 

del Acuerdo, se les calificó y publicó el resultado de la prueba de carácter clasificatorio de 

Competencias Conductuales o Interpersonales y la Prueba de Integridad. 

 
De este modo, los resultados obtenidos por los concursantes en las pruebas se ponderaron 
por el respectivo peso porcentual de cada una, de conformidad con la tabla No. 9 del 
Acuerdo del Proceso de Selección DIAN 2022, anteriormente citada. 

 
5. DEL CASO EN CONCRETO. 

La Fundación Universitaria del Área Andina, atendiendo única y exclusivamente los 
argumentos por usted expuestos en el escrito de reclamación, a continuación, se resolverá 
la misma en los siguientes términos: 

 
Previo a dar respuesta de fondo sobre las inconformidades por usted reclamadas, es 
importante señalar que, todas y cada una de las actividades llevadas a cabo en la fase de 
Pruebas Escritas van orientadas al cumplimiento de los principios de mérito, libre 
concurrencia e igualdad en el ingreso, publicidad, transparencia, especialidad de los 
órganos técnicos encargados de ejecutar estos procesos, imparcialidad, confiabilidad y 
validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y competencia de los 
aspirantes, eficacia y eficiencia en cumplimiento estricto del artículo 28 de la Ley 909 de 
2004. 

 
Sobre la eliminación de ítems 

 



 

La eliminación de preguntas es una actividad que se realiza como parte del proceso de 

análisis psicométrico de las Pruebas Escritas y tiene el objetivo de ayudar a mejorar las 

bondades métricas y la confiabilidad de las pruebas. Este procedimiento se realiza 

atendiendo a los resultados de los indicadores psicométricos de las preguntas y de las 

pruebas, de forma que solo se dejan aquellos ítems que aportan a que las pruebas sean 

mas confiables, es decir, solo se toman en cuenta los ítems que permiten que se evalúe de 

forma más precisa y consistente a los aspirantes en el constructo medido. 

Así las cosas, todas aquellas preguntas que, aunque cuenten con la calidad requerida para 

ser aplicadas en las pruebas escritas y las evidencias de validez suficientes que permiten 

determinar que el ítem mide el constructo a evaluar, son eliminadas si su comportamiento 

psicométrico no demuestra ayudar a mejorar la medición. 

Para todos los efectos, este procedimiento técnico permite mejorar la prueba y evaluar de 

mejor forma el desempeño de los aspirantes y las diferencias existentes en el nivel de 

competencias de los mismos, esto por cuanto una vez realizada la eliminación, los ítems 

restantes cuentan con un mayor peso dentro de la prueba y, por tanto, los aciertos cuentan 

con un mayor valor para los aspirantes, evitando perjudicar las puntuaciones por incluir 

ítems que incumplen los aspectos anteriormente señalados. 

Es importante aclarar que, la decisión de eliminar los ítems, es decir, no tenerlos en cuenta 

para la calificación de las pruebas, solo puede ser tomada una vez es aplicada la prueba 

puesto que el comportamiento psicométrico de los ítems depende de la población a la cual 

son aplicados. Lo anterior quiere decir que, esta decisión se toma con base en los 

resultados de los ítems una vez son resultados por los aspirantes, de forma que las 

decisiones tomadas sobre la eliminación de preguntas responden a la evaluación del 

desempeño de los ítems para medir las competencias laborales de los aspirantes 

evaluados. 

Sobre los errores de redacción u ortográficos 
 

Se reitera que la construcción de la prueba obedece a los lineamientos solicitados por el 
concurso, realizada por personas idóneas en los diferentes temas que se requieren y que 
se evaluaron en las pruebas del presente proceso de selección; dicha prueba es precisa en 
lo referente al resultado. 

 
En cuanto a que algunas preguntas contenían errores de ortografía, puntuación o de 
redacción, que supuestamente afectaron su interpretación, se tiene que las preguntas 
fueron construidas y validadas por expertos profesionales idóneos, debidamente aprobados 
y capacitados por la Fundación Universitaria del Área Andina; preguntas que 
posteriormente ingresaron a lectura detallada para revisión de redacción, ortografía, 
pertinencia y coherencia por otros profesionales expertos en la materia. 

 
Sobre la prueba en general 

 

La construcción de pruebas de “Juicio Situacional” corresponde a un proceso complejo en 
el que no se evalúan procesos memorísticos sino la capacidad del aspirante de aplicar 
conocimientos a situaciones hipotéticas posibles como futuro funcionario público. De esta 
manera, los escenarios posibles planteados corresponden a necesidades de la Entidad en 
las que se refleja la aplicación directa de un conocimiento. 

 

Así mismo, es menester que el aspirante tenga presente que debe ceñirse a lo establecido 
en la situación y el enunciado de la pregunta con el fin de no cambiar el sentido de la misma, 



 

ya que, al partir de hechos fácticos no incluidos en el contexto del ítem, la respuesta por 
usted elegida puede terminar siendo errada como sucede en el caso en concreto; 
recordando que la prueba fue construida bajo el formato de “Prueba de Juicio Situacional” 
(PJS). 

 
Sobre la ponderación de resultados 

 

Sobre su inquietud respecto al carácter de las pruebas aplicadas y su peso porcentual, es 
necesario señalar que según el artículo 17 del Acuerdo Rector, la prueba sobre 
Competencias Básicas u Organizacionales tendrá un carácter ELIMINATORIO y su peso 
porcentual será de 20%, la Prueba sobre Competencias Funcionales tendrá un carácter 
ELIMINATORIO y su peso porcentual será de 40%, la prueba sobre Competencias 
Conductuales o Interpersonales tendrá un carácter CLASIFICATORIO con un peso 
porcentual de 30% y la Prueba de Integridad tendrá un carácter CLASIFICATORIO con un 
peso porcentual de 10%, tal como se muestra a continuación: 

 
TABLA No. 9 

PRUEBAS A APLICAR EN EL PROCESO DE SELECCIÓN DE INGRESO DIAN 

EMPLEOS DIFERENTES A LOS DEL NIVEL PROFESIONAL DE LOS PROCESOS 

MISIONALES QUE NO REQUIEREN EXPERIENCIA EN SU REQUISITO MÍNIMO. 

 
Sobre la calificación específica de las pruebas 

 

Para la calificación de las pruebas escritas del presente proceso de selección, el puntaje 

del aspirante se obtuvo a partir de la relación entre el Puntaje Mínimo Aprobatorio y el 

desempeño esperado para los aspirantes, es decir, el puntaje se obtiene al transformar la 

cantidad de aciertos o sumatoria de puntos logrados por el aspirante a partir de la cantidad 

de aciertos o el valor de la suma de los puntos esperados para lograr el puntaje mínimo 

aprobatorio. 

Dado lo anterior, el puntaje se calculó empleando la siguiente función: 
 
 
 
 
 
 
Dónde: 

𝑃𝐴 

{𝑥 < 𝑛 ∗ 0.55 → 𝑃𝑃𝑖 = 
𝑛 ∗ 0.55 

∗ 𝐴𝐶𝑖 𝑥 > 𝑛 ∗ 0.55 → 𝑃𝑃𝑖 

100 − 𝑃𝐴 

= 
𝑛 ∗ (1 − 0.55) 

∗ (𝐴𝐶𝑖 − (𝑛 ∗ 0.55)) + 𝑃𝐴 



 

𝑥 es el total de aciertos del i-ésimo caso. 

𝑃𝑃𝑖 es la puntuación proporcional del i-ésimo caso. 

𝑃𝐴 es el valor del Puntaje Mínimo Aprobatorio. 

𝑛 es el número de ítems incluidos en la prueba. 

Así las cosas, para obtener el puntaje de la prueba sobre competencias Básicas u 
Organizacionales se emplean los siguientes valores: 

 

ACIERTOS 

OBTENIDOS 

TOTAL DE 

ÍTEMS 

CALIFICADOS 

14 17 

 
Con base en lo anterior, el puntaje del aspirante para la prueba sobre competencias 
Básicas u Organizacionales corresponde a: 

 

100 − 70 

𝑃𝑃𝑖 = 
17 ∗ (1 − 0.55) 

∗ (14 − (17 ∗ 0.55)) + 70 = 88,23 

 
Una vez obtenido este resultado, de acuerdo con lo dispuesto por el Acuerdo del Proceso 

de Selección y su Anexo se realiza el truncamiento del puntaje a dos decimales, lo cual 

corresponde a tomar únicamente la parte entera y los dos primeros decimales, por lo cual 

el puntaje final del aspirante para la prueba sobre competencias Básicas u 

Organizacionales es 88,23. 

 
Así las cosas, para obtener el puntaje de la Prueba sobre Competencias Funcionales se 
emplean los siguientes valores: 

 

ACIERTO

S 

OBTENIDO

S 

TOTAL DE 

ÍTEMS 

CALIFICADOS 

36 66 

 

Con base en lo anterior, el puntaje del aspirante para la Prueba sobre Competencias 

Funcionales corresponde a: 

 

70.00 

𝑃𝑃𝑖 = 
66 ∗ 0.55 

∗ 36 = 69,42 

 
Una vez obtenido este resultado y luego de realizar el truncamiento del puntaje a dos 



 

decimales, el puntaje final del aspirante para la prueba sobre competencias Funcionales 

es        69,42. 

 
Así las cosas, dado el carácter ELIMINATORIO de las pruebas sobre competencias 

Básicas u Organizacionales y competencias Funcionales, estipulado en el artículo 17 del 

Acuerdo rector del presente Proceso de Selección, los aspirantes que no hayan superado 

el mínimo aprobatorio de 70,00 puntos, no continuarán en el proceso de selección y, 

por tanto, en virtud de lo previsto en el artículo 7 del Acuerdo, serán excluidos del concurso 

de méritos. 

 
Finalmente, conforme a los resultados publicados, usted NO APROBÓ las Pruebas Escritas 
de carácter eliminatorio, en este sentido, una vez analizados los argumentos expuestos 
en su reclamación, se procedió a revisar la misma de acuerdo con los fundamentos 
técnicos antes mencionados y se pudo determinar que la variación de estas fue nula, 
dejando como resultados definitivos el inicialmente publicado. 

 
IV. DECISIÓN. 

 
Realizada la verificación, la Fundación Universitaria del Área Andina se permite resolver 
lo siguiente: 

 
1. De acuerdo con la evaluación técnica hecha, se NIEGAN las solicitudes de su 

reclamación. 
 

2. De conformidad con el numeral anterior, se mantiene la determinación inicial y no 
se modifica su puntuación inicialmente publicada de 88,23 en la Prueba de 
Competencias Básicas u Organizacionales. 

 
3. De conformidad con el numeral anterior, se mantiene la determinación inicial y no 

se modifica su puntuación inicialmente publicada de 69,42 en la Prueba de 
Competencias Funcionales. 

 
4. Comunicar esta decisión a través de la página web oficial de la CNSC 

www.cnsc.gov.co, enlace SIMO, cumpliendo de esta manera con el procedimiento 
del Proceso de Selección y el mecanismo de publicidad que fija la Ley 909 de 2004 
en su artículo 33. 

 

5. Contra la presente decisión, no procede ningún recurso según el artículo 13 del 
Decreto Ley 760 de 2005 y numeral 4.4. del Anexo Técnico al Acuerdo de 
convocatoria No CNT2022AC000008 del 29 de diciembre de 2022 modificado 
parcialmente por el Acuerdo No. 24 del 15 de febrero de 2023. 

 
 
Cordialmente, 

 
 
 
 

http://www.cnsc.gov.co/


 

JUAN CARLOS MARIÑO BAEZ 
Coordinador General 
Proceso de Selección DIAN 2022 
FUNDACIÓN UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA 

 
Proyectó: E. Pérez 

 
 
II. MEDIDA PROVISIONAL  
 
De manera comedida y en virtud de lo dispuesto por el artículo 7º del Decreto 2591 de 1.991, 
fundamentado además en la urgencia que el caso amerita, le ruego ordenar de manera 
INMEDIATA como MEDIDA PROVISIONAL que se suspenda el inicio de la siguiente 
etapa del proceso, teniendo en cuenta que la no inclusión en lista de los que no 
continuamos en la siguiente etapa del proceso, me provocará un perjuicio irremediable 
de no acceder a un mejor trabajo digno.  
 
Apelar a los medios de control que contempla el CPACA, harían nugatorios los derechos 
invocados y en tal sentido, no se erige en esta instancia en una alternativa viable, para 
procurar la efectividad de las garantías constitucionales, con la celeridad que las 
circunstancias lo exigen, dado que el proceso de selección continúa.  
 
Dada la proximidad de la fecha en se realice siguiente etapa del proceso (según Tabla 9: 
Pruebas de competencias conductuales o interpersonales), el trámite de la presente Acción 
de Tutela desborda en tiempo el desarrollo de la misma, de suerte que, cuando se quiera 
fallar de fondo y de manera definitiva, la lista posiblemente esté publicada y no podré acceder 
a un puesto, quedando el suscrito por fuera del concurso, debido a la violación del debido 
proceso en la Fase I del Concurso.  
 
 
Por otra parte, me permito solicitar:  
 
Se ordene a la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, y a la FUNDACIÓN 
UNIVERSITARIA DEL ÁREA ANDINA, suspender la Convocatoria 198333 del 2022, en 
la etapa que se encuentre, hasta tanto se profiera una decisión de fondo por parte del 
juzgado.  

 
Se ordene, a los accionados, PUBLICAR EN SUS PÁGINAS WEB O POR CUALQUIER 
MEDIO EXPEDITO, así como informar por vía electrónica a TODAS, los concursantes que 
están interviniendo en la OPEC 198333, para que COADYUVE O RECHACE la misma, y 
puedan aportar sus fundamentos en hechos y en derecho, contribuyendo a la presente y para 
los fines pertinentes que así lo consideren.    
 
La declaración de la medida cautelar, reviste urgente atención, ya que de no realizarse se 
puede consumar un daño antijurídico irreparable, como es el hecho que avance un concurso 
de méritos, que se ha saltado sus propias pautas normativas, afectando tanto mis propios 
resultados, como de los demás aspirantes, en el proceso de selección meritocrático; 
inicialmente se podría pensar, que existen los mecanismos contenciosos, para la defensa de 
mis derechos; no obstante, en este caso la acción de tutela ha de reputarse, como el 



 

mecanismo pertinente para la defensa, a mis derechos fundamentales, como quiera que de 
no brindarse el amparo correspondiente, se consumaría plenamente, la vulneración de 
mis derechos al debido proceso, a la igualdad, a la confianza legítima, y trabajo decente 
que permita el mejoramiento de la calidad de su vida y el y de mi familia, la realización 
personal, a vivir con dignidad, y mejorar perspectivas de desarrollo, y a acceder y 
ascender en los trabajos que genera y desarrolla la entidad y al acceso a cargo 
públicos, razón por la cual es procedente hacer uso de este mecanismo constitucional. 
 
III. FUNDAMENTOS DE DERECHO  
 
MARCO NORMATIVO  
Constitución Política artículos 6, 13, 23, 29, 83, 125, 130, Decreto Ley 71 de enero 24 de 
2020 y Decreto 775 de 2005, disposiciones que establecen y regulan el Sistema Específico 
de Carrera de los empleados públicos de la Unidad Administrativa Especial Dirección de 
Impuestos y Aduanas Nacionales, y se expiden normas relacionadas con la administración y 
gestión del talento humano de la DIAN, y demás normas concordantes y complementarias, 
acordes que regulan el proceso de carrera administrativa. Fundamento esta acción en el 
artículo 86 de la constitución política y sus decretos reglamentarios 2591 y 306 de 1992. 
Igualmente, en el artículo 8 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el artículo 
2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el artículo 25 de la Convención 
Americana de los Derechos Humanos.  
 
1. SUSTENTO DE LEY.  
 
LEY 909 DE 2004.  
 
“ARTÍCULO 2°. PRINCIPIOS DE LA FUNCIÓN PÚBLICA.  
 
1. La función pública se desarrolla teniendo en cuenta los principios constitucionales de 
igualdad, mérito, moralidad, eficacia, economía, imparcialidad, transparencia, celeridad y 
publicidad.  
 
2. El criterio de mérito, de las calidades personales y de la capacidad profesional, son los 
elementos sustantivos de los procesos de selección del personal que integra la función 
pública. Tales criterios se podrán ajustar a los empleos públicos de libre nombramiento y 
remoción, de acuerdo con lo previsto en la presente ley.  
 
3. Esta ley se orienta al logro de la satisfacción de los intereses generales y de la efectiva 
prestación del servicio, de lo que derivan tres criterios básicos:  
 
a. La profesionalización de los recursos humanos al servicio de la Administración Pública que 
busca la consolidación del principio de mérito y la calidad en la prestación del servicio público 
a los ciudadanos”.  
(…) 
 
“ARTÍCULO 27. CARRERA ADMINISTRATIVA. La carrera administrativa es un sistema 
técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar la eficiencia de la 
administración pública y ofrecer; estabilidad e igualdad de oportunidades para el acceso y el 
ascenso al servicio público. Para alcanzar este objetivo, el ingreso y la permanencia en los 
empleos de carrera administrativa se hará exclusivamente con base en el mérito, mediante 



 

procesos de selección en los que se garantice la transparencia y la objetividad, sin 
discriminación alguna.” (Subrayado es mio) 
 
“ARTÍCULO 28. PRINCIPIOS QUE ORIENTAN EL INGRESO Y EL ASCENSO A LOS 
EMPLEOS PÚBLICOS DE CARRERA ADMINISTRATIVA. La ejecución de los procesos de 
selección para el ingreso y ascenso a los empleos públicos de carrera administrativa, se 
desarrollará de acuerdo con los siguientes principios:  
 
a. Mérito. Principio según el cual el ingreso a los cargos de carrera administrativa, el ascenso 
y la permanencia en los mismos estarán determinados por la demostración permanente de 
las calidades académicas, la experiencia y las competencias requeridas para el desempeño 
de los empleos;  
 
b. Libre concurrencia e igualdad en el ingreso. Todos los ciudadanos que acrediten los 
requisitos determinados en las convocatorias podrán participar en los concursos sin 
discriminación de ninguna índole;  
 
(…) 
 
d. Transparencia en la gestión de los procesos de selección y en el escogimiento de los 
jurados y órganos técnicos encargados de la selección;  
 
e. Especialización de los órganos técnicos encargados de ejecutar los procesos de selección;  
 
f. Garantía de imparcialidad de los órganos encargados de gestionar y llevar a cabo los 
procedimientos de selección y, en especial, de cada uno de los miembros responsables de 
ejecutarlos;  
 
g. Confiabilidad y validez de los instrumentos utilizados para verificar la capacidad y 
competencias de los aspirantes a acceder a los empleos públicos de carrera;  
 
h. Eficacia en los procesos de selección para garantizar la adecuación de los candidatos 
seleccionados al perfil del empleo.  
 
i. Eficiencia en los procesos de selección, sin perjuicio del respeto de todas y cada una de las 
garantías que han de rodear al proceso de selección.”  
 
2.JURISPRUDENCIA.  
 
2.1 Procedencia de la acción de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el 
marco de un Concurso Público.  
 
El CONSEJO DE ESTADO CP: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO el 24 de febrero 2014 
con radicado 08001233300020130035001, se manifestó respecto de la Procedencia de la 
acción de tutela para controvertir decisiones adoptadas en el marco de un Concurso Público, 
así:  
 
“El artículo 86 de la Constitución Política de 1991, establece la posibilidad del ejercicio de la 
acción de tutela para reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y 
sumario, la protección inmediata de los derechos fundamentales en los casos en que estos 



 

resultaren vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública 
siempre y cuando el afectado, conforme lo establece el artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, 
no disponga de otro medio de defensa judicial, a menos que la referida acción se utilice como 
mecanismo transitorio en aras de evitar un perjuicio irremediable. En materia de concursos 
públicos, si bien en principio podría sostenerse que los afectados por una presunta 
vulneración de sus derechos fundamentales pueden controvertir las decisiones tomadas por 
la administración - las cuales están contenidas en actos administrativos de carácter general 
o de carácter particular,  mediante las acciones señaladas en el Código Contencioso 
Administrativo, se ha estimado que estas vías judiciales no son siempre idóneas y eficaces 
para restaurar los derechos fundamentales conculcados.  
 
Al respecto, en la sentencia T-256/95 (MP Antonio Barrera Carbonell), decisión reiterada en 
numerosos fallos posteriores, sostuvo:  
 
"La provisión de empleos públicos a través de la figura del concurso, obedece a la satisfacción 
de los altos intereses públicos y sociales del Estado, en cuanto garantiza un derecho 
fundamental como es el acceso a la función pública, realiza el principio de igualdad de 
tratamiento y de oportunidades de quienes aspiran a los cargos públicos en razón del mérito 
y la calidad y constituye un factor de moralidad, eficiencia e imparcialidad en el ejercicio de 
la función administrativa. Por lo tanto, la oportuna provisión de los empleos, con arreglo al 
cumplimiento estricto de las reglas del concurso y el reconocimiento efectivo de las calidades 
y el mérito de los concursantes asegura el buen servicio administrativo y demanda,  cuando 
se presenten controversias entre la administración y los participantes en el concurso, de 
decisiones rápidas que garanticen en forma oportuna la efectividad de sus derechos, más 
aún cuando se trata de amparar los que tienen e/ carácter de fundamentales".  
 
De otro lado, el reiterado criterio de la Sala apunta a que tratándose de acciones de tutela en 
las que se invoque la vulneración de derechos fundamentales al interior de un concurso de 
méritos en desarrollo, su procedencia es viable a pesar de la existencia de otros medios de 
defensa judicial, teniendo en cuenta la agilidad con que se desarrollan sus etapas, frente a 
las cuales el medio principal de protección dispuesto por el ordenamiento jurídico no garantiza 
la inmediatez de las medidas que llegaren a necesitarse para conjurar el eventual daño 
ocasionado a los intereses de quien acude en tutela, si llegare a demostrarse la violación de 
los derechos reclamados.  
 
VIABILIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA CUANDO SE VIOLENTA EL MERITO COMO 
MODO PARA ACCEDER AL CARGO PUBLICO. En cuanto a la naturaleza de la acción que 
interpongo, ésta la consagra el artículo 86 de la carta Política como un mecanismo de defensa 
excepcional que tiene toda persona contra acciones u omisiones de cualquier autoridad 
pública, o de los particulares en los casos establecidos en la ley que quebrante o amenace 
vulnerar derechos constitucionales fundamentales.  
 
Respecto a la procedencia de la Acción de Tutela para la protección de los derechos 
fundamentales dentro de los concursos de mérito, la Corte Constitucional se ha manifestado 
en diversas oportunidades como en la sentencia T-604/13 IGUALDAD DE 
OPORTUNIDADES AL ACCESO AL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN PUBLICA - procedencia 
de la Acción de tutela para la protección.  
 
Esta corporación ha determinarlo que las acciones contencioso-administrativas no protegen 
en igual grado que la tutela, los derechos fundamentales amenazados o vulnerados en los 



 

procesos de vinculación de servidores públicos, cuando ello se hará, por concurso de méritos, 
ya que la mayoría de veces debido a la congestión del aparato jurisdiccional, el agotamiento 
de las mismas implica la prolongación de la vulneración en el tiempo.  
 
Concurso de méritos Potestad del juez de tutela cuando evidencia irregularidades y 
vulneración del Debido proceso en el trámite del concurso. Una de las consecuencias que 
tiene la consagración expresa del Debido Proceso como un derecho de rango fundamental, 
es que todas las personas pueden acudir a la acción de tutela con el fin de que el juez 
constitucional conozca de la presunta vulneración, y de ser necesario ordene las medidas 
necesarias para garantizar su protección inmediata. Entre las prevenciones que debe adoptar 
el juez de tutela cuando evidencia la transgresión de una garantía constitucional, está la de 
dictar una sentencia en la cual se restablezca el derecho.  
 
Por su parte la Sentencia T-569 de 2011 expresa: "Es deber del juez de tutela examinar si la 
controversia puesta a su consideración (i) puede ser ventilada a través de otros mecanismos 
judiciales y (ii) si a pesar de existir formalmente, aquellos son o no son suficientes para 
proveer una respuesta material y efectiva a la disputa puesta a su consideración".  
 
VIOLACIÓN AL DERECHO ACCESO A CARGOS PÚBLICOS POR CONCURSO DE 
MÉRITOS. La idoneidad de la tutela cuando en el marco de un concurso de méritos, se busca 
proteger el derecho al acceso a cargos públicos, fue analizada en la sentencia T-112A de 
2014:  
 
"En relación con los concursos de méritos para acceder a cargos de carrera, en numerosos 
pronunciamientos, esa corporación ha reivindicado la pertenencia de la acción de tutela pese 
a la existencia de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativa, que no ofrece la suficiente solidez para proteger en toda su 
dimensión los derechos a la igualdad, al trabajo, al debido proceso y al acceso a los cargos 
públicos. En algunas ocasiones los medios ordinarios no resultan idóneos para lograr la 
protección de los derechos de las personas que han participado en concursos para acceder 
a cargos de carrera"  
 
 
2.2. Derecho al Debido Proceso.  
 
Este es una institución importantísima dentro del derecho moderno, ya que contiene las 
garantías necesarias para el derecho procesal. Se trata de un derecho fundamental 
reconocido en el derecho colombiano y en la mayoría de las constituciones modernas.  
 
En la Constitución el artículo 29 enuncia la institución del debido proceso que reza dentro de 
sus líneas lo siguiente:  
 
El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. Nadie 
podrá ser juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se le imputa. El derecho 
a obtener acceso a la justicia. Derecho a la independencia del Juez. Derecho a la igualdad 
entre las partes intervinientes en el proceso. Derecho a un Juez imparcial. Derecho a un Juez 
predeterminado por la ley. La favorabilidad en la pena. Derecho a la defensa. Derecho a 
presentar pruebas.  
 



 

El debido proceso además es considerado un principio jurídico procesal según el cual toda 
persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, tendientes a asegurar un resultado justo 
y equitativo dentro del proceso, y a permitirle tener oportunidad de ser oído y hacer valer sus 
pretensiones frente al juez.  
 
De esta forma, el Debido Proceso es el pilar fundamental del Derecho Procesal y se expresa 
en la exigencia de unos procedimientos en los que debe respetarse un marco normativo 
mínimo en pro de la búsqueda de justicia social.  
 
El derecho al debido proceso entraña el servicio del Estado a través de su administración, 
remitiendo adicionalmente al artículo 229 de la misma Carta Política donde describe que 
cuando un funcionario omite o extralimita sus poderes dentro de un trámite administrativo, no 
sólo quebranta los elementos esenciales del proceso, sino que igualmente comporta una 
vulneración del derecho de acceso a la administración de justicia, del cual son titulares todas 
las personas naturales y jurídicas, que en calidad de administrados.  
 
Es importante que se respete el procedimiento requerido para la aplicación del acto 
administrativo, permitiendo un equilibrio en las relaciones que se establecen entre la 
administración y los particulares, en aras de garantizar decisiones de conformidad con el 
ordenamiento jurídico por parte de la administración.  
 
El debido proceso debe velar por un procedimiento en el que se dé continuamente el derecho 
de defensa y de contradicción de todas aquellas personas que puedan resultar afectadas con 
la decisión administrativa De esta forma, el debido proceso en materia administrativa busca 
en su realización obtener una actuación administrativa justa sin lesionar a determinado 
particular. 
  
Se busca también un equilibrio permanente en las relaciones surgidas del proceso y 
procedimiento administrativo, frente al derecho substancial y a los derechos fundamentales 
de las personas y la comunidad en general.  
 
Es así como la reiterada jurisprudencia trata sobre el tema: "La garantía del debido proceso, 
plasmada en la Constitución colombiana como derecho fundamental de aplicación inmediata 
(artículo 85) y consignada, entre otras, en la Declaración Universal de Derechos Humanos 
de 1948 (artículos 10 y 11), en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre proclamada el mismo año (artículo XXVI) y en la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica, 1969, Artículos 8 y 9), no consiste 
solamente en las posibilidades de defensa o en la oportunidad para interponer recursos, 
como parece entenderlo el juzgado de primera instancia, sino que exige, además, como lo 
expresa el artículo 29 de la Carta, el ajuste a las normas preexistentes al acto que se imputa; 
la competencia de la autoridad judicial o administrativa que orienta el proceso; la aplicación 
del principio de favorabilidad en materia penal; el derecho a una resolución que defina las 
cuestiones jurídicas planteadas sin dilaciones injustificadas; la ocasión de presentar pruebas 
y de controvertir las que se alleguen en contra y, desde luego, la plena observancia de las 
formas propias de cada proceso según sus características" (El subrayado es propio) 
 
"El derecho al debido proceso es el conjunto de garantías que buscan asegurar a los 
interesados que han acudido a la administración pública o ante los jueces, una recta y 
cumplida decisión sobre sus derechos. El incumplimiento de las normas legales que rigen 



 

cada proceso administrativo o judicial genera una violación y un desconocimiento del mismo." 
(C-339 de 1996).   
 
"El debido proceso constituye una garantía infranqueable para todo acto en el que se 
pretenda - legítimamente- imponer sanciones, cargas o castigos. Constituye un límite al 
abuso del poder de sancionar y con mayor razón, se considera un principio rector de la 
actuación administrativa del Estado y no sólo una obligación exigida a los juicios criminales.”  
 
"El debido proceso comprende un conjunto de principios, tales como el de legalidad, el del 
juez natural, el de favorabilidad en materia penal, el de presunción de inocencia y el derecho 
de defensa, los cuales constituyen verdaderos derechos fundamentales".  
 
"El debido proceso constituye un derecho fundamental de obligatorio cumplimiento para las 
actuaciones tanto judiciales como administrativas, para la defensa de los derechos de los 
ciudadanos, razón por la cual deben ser respetadas las formas propias del respectivo 
proceso. Lo anterior garantiza la transparencia de las actuaciones de las autoridades públicas 
y el agotamiento  
de las etapas previamente determinadas por el ordenamiento jurídico.  
 
Por ello los ciudadanos sin distinción alguna, deben gozar del máximo de garantías jurídicas 
en relación con las actuaciones administrativas y judiciales encaminadas a la observancia del 
debido proceso." (T- 078 de 1998).  
 
"La importancia del debido proceso se liga a la búsqueda del orden justo. No es solamente 
poner en movimiento mecánico las reglas de procedimiento y así lo insinuó Lhering.  
 
Con este método se estaría dentro del proceso legal pero lo protegible mediante tutela es 
más que eso, es el proceso justo, para lo cual hay que respetar los principios procesales de 
publicidad, inmediatez, libre apreciación de la prueba, y, lo más importante: el derecho 
mismo. El debido proceso que se ampara con la tutela está ligado a las normas básicas 
constitucionales tendientes al orden justo (para ello nada más necesario que el respeto a los 
derechos fundamentales); ello implica asegurar que los poderes públicos constituidos sujeten 
sus actos  
(sentencias, actos administrativos) no solamente a las normas orgánicas constitucionales 
sino a los valores, principios y derechos y este sería el objeto de la jurisdicción constitucional 
en tratándose de la tutela". (T- 280 de 1998).  
 
2.3. Igualdad.  
 
En diversas sentencias donde la Corte Constitucional ha determinado que la igualdad es un 
concepto multidimensional pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y 
una garantía. De esta manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) 
formal, lo que implica que la legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos 
los sujetos contra quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido garantizar la paridad de 
oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica que el 
Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios sospechosos 
construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, identidad de género, 
religión y opinión política, entre otras.  
 



 

Se tiene que la H Corte Constitucional ha determinado que las respuestas de reclamaciones 
administrativas y su análisis superfluo constituye una amenaza a la calidad de concursante, 
esto implica que se genera un detrimento en las calidades de participante, en otras palabras, 
no es justificación la expedición de un acto que “ extienda argumentos “ en un texto que no 
define nada en concreto, mientras corre una etapa de eliminación en un concurso para la 
aspiración de carrera administrativa, mientras que los demás concursantes, con las mismas 
o similares características continúan en el proceso, véase: (Subrayada es nuestro) 
 
H Corte Constitucional Sentencia T 340/2020: “Ahora bien, desde una perspectiva general, 
la Corte ha sostenido que, pese a la existencia de las vías de reclamación en lo contencioso 
administrativo, existen dos hipótesis que permiten la procedencia excepcional de la acción 
de tutela. La primera, se presenta cuando existe el riesgo de ocurrencia de un perjuicio 
irremediable, causal que tiene plena legitimación a partir del contenido mismo del artículo 86 
del Texto Superior y, por virtud de la cual, se le ha reconocido su carácter de mecanismo 
subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, cuando el medio existente no brinda los 
elementos pertinentes de idoneidad y eficacia para resolver la controversia, a partir de la 
naturaleza de la disputa, de los hechos del caso y de su impacto respecto de derechos o 
garantías constitucionales.” (Subrayado es propio) 
 
2.4.Principio de legalidad administrativa.  
Sentencia C-710/01.  
 
El principio constitucional de la legalidad tiene una doble condición de un lado es el principio 
rector del ejercicio del poder y del otro, es el principio rector del derecho sancionador. Como 
principio rector del ejercicio del poder se entiende que no existe facultad, función o acto que 
puedan desarrollar los servidores públicos que no esté prescrito, definido o establecido en 
forma expresa, clara y precisa en la ley. Este principio exige que todos los funcionarios del 
Estado actúen siempre sujetándose al ordenamiento jurídico que establece la Constitución y 
lo desarrollan las demás reglas jurídicas.  
Sentencia C-412/15.  
 
El principio de legalidad exige que dentro del procedimiento administrativo sancionatorio la 
falta o conducta reprochable se encuentre tipificada en la norma -lex scripta- con anterioridad 
a los hechos materia de la investigación-lex previa.  
 
En materia de derecho sancionatorio el principio de legalidad comprende una doble garantía, 
a saber: material, que se refiere a la predeterminación normativa de las conductas infractoras 
y las sanciones; y, formal, relacionada con la exigencia de que estas deben estar contenidas 
en una norma con rango de ley, la cual podrá hacer remisión a un reglamento, siempre y 
cuando en la ley queden determinados los elementos estructurales de la conducta 
antijurídica. Esto se desprende del contenido dispositivo del inciso 2° del artículo 29 de la 
Constitución Política que establece el principio de legalidad, al disponer que “nadie podrá ser 
juzgado sino conforme a las leyes preexistentes al acto que se imputa (…)”, es decir, que no 
existe pena o sanción si no hay ley que determine la legalidad de dicha actuación, ya sea por 
acción u omisión.  
 
Sentencia 00128 de 2016 Consejo de Estado.  
 
Uno de los elementos definitorios del Estado moderno es la sujeción de sus autoridades al 
principio de legalidad. La idea de que el ejercicio del poder no puede corresponder a la 



 

voluntad particular de una persona, sino que debe obedecer al cumplimiento de normas 
previamente dictadas por los órganos de representación popular, es un componente 
axiológico de la Constitución Política de 1991, en la cual se define expresamente a Colombia 
como un Estado social de derecho (artículo 1) basado en el respeto de las libertades públicas 
y la defensa del interés general (artículo 2). Esta declaración de principios a favor del respeto 
por la legalidad se refleja directamente en varias otras disposiciones constitucionales según 
las cuales (i) los servidores públicos son responsables por infringir la Constitución y las leyes 
y por omisión o extralimitación de funciones (artículo 6); (ii) ninguna autoridad del Estado 
podrá ejercer funciones distintas de las que le atribuye la Constitución y la ley (artículo 121); 
y (iii) no habrá empleo público que no tenga funciones detalladas en la ley o el reglamento. 
(…) De este modo, el principio constitucional de legalidad exige que la actuación de las 
diferentes autoridades públicas tenga una cobertura normativa suficiente o, lo que es lo 
mismo, esté basada en una norma habilitante de competencia, que confiera el poder 
suficiente para adoptar una determinada decisión. Como señala García de Enterría, en virtud 
del principio de legalidad el ordenamiento jurídico “otorga facultades de actuación, definiendo 
cuidadosamente sus límites”, de modo que “habilita a la Administración para su acción 
confiriéndole al efecto poderes jurídicos”. (…) Precisamente, al no ser la competencia un 
elemento accidental o superfluo de los actos administrativos, su inobservancia afecta la 
validez de la decisión y en ese sentido constituye causal de nulidad de los actos 
administrativos (artículo 137 CPACA). Por tanto, para resolver el asunto consultado será 
necesario tener en cuenta que la competencia administrativa debe ser expresa y suficiente 
en sus diferentes componentes -funcional, territorial y temporal-, que las autoridades no 
pueden auto atribuírsela y que tampoco les será lícito asumir aquella que corresponda a otra 
entidad. Como se ha visto, una decisión adoptada sin competencia atenta directamente 
contra el principio constitucional de legalidad y permite activar los mecanismos existentes 
para su expulsión del ordenamiento jurídico.  
 
2.5. Exceso ritual manifiesto.  
 
Sentencia 00537 de 2018 Consejo de Estado.  
 
La Corte Constitucional ha definido el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto 
como aquel que se presenta cuando “un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como 
un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen 
en una denegación de justicia. (Sentencia T-024 del 17 de enero de 2017).  
 
2.6. Prevalencia del derecho sustancial frente a lo formal.  
 
Por su parte, el artículo 228 de la Constitución Política consagra el principio de prevalencia 
del derecho sustancial sobre el formal, que propende porque las normas procesales sean el 
medio que permita concretar o efectivizar los derechos sustanciales de los ciudadanos.  
 
2.7. Principio de transparencia en el concurso de méritos.  
 
Sentencia C-878/08: "[...] el principio de transparencia de la actividad administrativa se 
empaña si en contravía de las legítimas expectativas del aspirante, su posición en el concurso 
se modifica durante su desarrollo; el principio de publicidad (art. 209 C.P.) se afecta si las 
reglas y condiciones pactadas del concurso se modifican sin el consentimiento de quien 
desde el comienzo se sujetó a ellas; los principios de moralidad e imparcialidad (ídem) de la 
función administrativa se desvanecen por la inevitable sospecha de que un cambio 



 

sobreviniente en las reglas de juego no podría estar motivado más que en el interés de 
favorecer a uno de los concursantes; el principio de confianza legítima es violentado si el 
aspirante no puede descansar en la convicción de que la autoridad se acogerá a las reglas 
que ella misma se comprometió a respetar; se vulnera el principio de la buena fe (art. 83 C.P.) 
si la autoridad irrespeta el pacto que suscribió con el particular al diseñar las condiciones en 
que habría de calificarlo; el orden justo, fin constitutivo del Estado (art. 22 C.P.), se vulnera si 
la autoridad desconoce el código de comportamiento implícito en las condiciones de 
participación del concurso, y, en fin, distintos principios de raigambre constitucional como la 
igualdad, la dignidad humana, el trabajo, etc., se ven comprometidos cuando la autoridad 
competente transforma las condiciones y requisitos de participación y calificación de un 
concurso de estas características. Adicionalmente, el derecho que todo ciudadano tiene al 
acceso a cargos públicos, consagrado en el artículo 40 constitucional, se ve vulnerado si 
durante el trámite de un concurso abierto, en el que debe operar el principio de transparencia, 
se modifican las condiciones de acceso y evaluación..." (El subrayado es nuestro) 
 
• Hechos relacionados con el marco normativo que regula el concurso curso  
 
Todo el proceso regulatorio de cualquier concurso curso, debe someterse a lo establecido en 
la Constitución Política, incluyendo los Principios Constitucionales, siendo así, las normas 
deben ceñirse en un orden jerárquico a lo determinado en la Constitución Política, entre las 
disposiciones de mayor rango que marcan la pauta tenemos el artículo 125 del ordenamiento 
superior y el Decreto Ley 71 de enero 24 de 2020, de tal manera que la convocatoria se sujeta 
a lo establecido en la norma Constitucional y en el Decreto anotado.  
Establece el Decreto Ley 71 de enero 24 de 2020, lo siguiente: Artículo 28.3 Aplicación y 
evaluación de las pruebas de selección.  
 
“Los aspirantes al ingreso o ascenso a los empleos públicos de la DIAN, que fueren admitidos 
por reunir los requisitos exigidos en la convocatoria, deberán presentar las pruebas o 
instrumentos de selección correspondientes, las cuales tienen como finalidad apreciar las 
competencias, aptitudes, habilidades y potencialidades del aspirante. A los aspirantes 
inscritos se les podrá aplicar primero la prueba o pruebas eliminatorias y luego hacer la 
verificación de requisitos a quienes la(s) superen. Las pruebas o instrumentos de selección, 
así como la evaluación y calificación de las mismas, se regirán por las siguientes reglas:  
 
a) Se diseñarán para identificar y validar las competencias de los aspirantes, de acuerdo con 
lo requerido en los niveles jerárquicos de los empleos y las calidades laborales requeridas 
para desempeñar con eficiencia el empleo a cuyo ingreso o ascenso se aspira.  
 
b) Tendrá el derecho a integrar la lista de elegibles y a ser nombrado en la vacante convocada 
quien obtenga un puntaje total aprobatorio que, en ningún caso, sea inferior al setenta por 
ciento (70%) del máximo posible en el concurso, y quien haya aprobado los exámenes 
médicos y de aptitudes psicofísicas. Sin perjuicio de lo anterior, la convocatoria podrá 
establecer un puntaje total aprobatorio superior. (Negrillas y resaltado son nuestras)  
 
Artículo 28.4 Lista de Elegibles.  
 
“Para el caso de los procesos de selección para empleos del nivel profesional de los procesos 
misionales, la lista de elegibles se conformará en estricto orden de mérito de acuerdo con la 
sumatoria de los puntajes ponderados obtenidos por el aspirante en la Fase 1 y en la Fase II 



 

de que trata el presente Decreto-ley, siendo en todo caso la del curso (Fase II) la de mayor 
peso.  
 
Para el caso de los procesos de selección para empleos diferentes a los del nivel profesional 
de los procesos misionales, la lista de elegibles se conformará en estricto orden de mérito, 
de conformidad con la sumatoria de los puntajes ponderados de las pruebas de selección 
definidas en la convocatoria”.  
 
Artículo 29. Pruebas para la provisión de los empleos del nivel profesional de los procesos 
misionales de la DIAN bajo las modalidades de ingreso o ascenso.  
Para la provisión de los empleos bajo las modalidades de ingreso o ascenso, el proceso de 
selección comprenderá dos (2) fases independientes, a saber:  
Artículo 29.1 Fase l.  
 
“ La Fase I corresponde a la aplicación de competencias básicas para la DIAN y puede 
comprender pruebas de integridad, polígrafo y de competencias comportamentales, según el 
perfil y el nivel del cargo al que se aspira. Esta fase es de carácter eliminatorio y su mínimo 
aprobatorio se definirá en la convocatoria. “ (Expresiones subrayadas, declaradas 
EXEQUIBLES, en el entendido de que la utilización de esta prueba no es de carácter 
eliminatorio, deberá contar con el consentimiento previo del concursante y practicarse 
conforme a los protocolos que garanticen el respeto y efectividad de los principios 
constitucionales entre ellos el de la dignidad humana, y en general los derechos humanos, 
mediante Sentencia C-172 de 2021 de la Corte Constitucional) (Negrillas son nuestras)  
Artículo 29.2 Fase II.  
 
“A esta fase serán llamados, en estricto orden de puntaje, y en el número que defina la 
convocatoria pública, los concursantes que alcancen o superen el puntaje mínimo aprobatorio 
de la Fase l. Esta fase se cumplirá con la realización de un curso de formación que, a 
discreción del Director de la DIAN, se podrá adelantar a través de : (..) (Expresiones 
subrayadas, declaradas INEXEQUIBLES, mediante Sentencia C-172 de 2021 de la Corte 
Constitucional) (Negrillas son nuestras).  
 
 
Artículo 35. Reclamaciones.  
 
“Contra las decisiones que afecten de manera individual, particular y concreta a quienes se 
inscriban para participar en los concursos, en cualquiera de sus etapas, solamente procederá 
la reclamación en única instancia ante la Comisión Nacional del Servicio Civil. Lo anterior de 
conformidad con las disposiciones que regulan el procedimiento ante la Comisión Nacional 
del Servicio Civil, la cual podrá delegar el conocimiento y decisión de las reclamaciones en el 
organismo que prepare, evalúe y califique las pruebas”.  
 
 
REQUISITOS GENERALES DE PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA COMO 
MECANISMO IDONEO EN LOS CONCURSOS DE MÉRITOS.  
 
Si bien se verifica el cumplimiento de los requisitos formales para instaurar la acción 
Constitucional, los cuales fueron acreditados por el accionante, resulta importante en esta 
acción resaltar el marco constitucional y los reiterados pronunciamientos de la Honorable 



 

Corte Constitucional respecto a la Idoneidad de esta herramienta jurídica para el caso en 
concreto  
Requisitos ;  
 
(…) 
 
B.) la inmediatez se cumple al instaurarse antes del cumplimiento de los seis meses (6) 
contados a partir de la fecha en se responde la reclamación, y mucho antes de la fecha de la 
publicación y firmeza de lista de elegibles;  
 
C.) se justifica su procedencia como mecanismo principal para protección de los 
derechos fundamentales transgredidos, ya que la acción de tutela procede como 
mecanismo principal de protección de los derechos al trabajo y al acceso a cargos públicos, 
como amparo al mérito como principio fundante del orden constitucional, para tal efecto me 
voy a detener sobre dicho punto de manera concreta, para ello, se debe tomar, entre otras 
providencias, las Sentencias SU.613/02 y la T-340, por parte del juez constitucional como 
regla a seguir, no obstante pongo de presente los fallos en cuestión, en su orden, vemos lo 
expuesto primeramente en sentencia SU 613 /02:  
 
(…) 
 
Procedencia de la acción e idoneidad Reiteración de jurisprudencia  
 
3.- Uno de los argumentos para denegar el amparo consiste en que el actor puede controvertir 
la decisión de la Corte Suprema de Justicia ante la jurisdicción contencioso-administrativa, 
es decir, cuenta con otros mecanismos judiciales de defensa. Y esta facultad, según el ad-
quem, torna improcedente el amparo.  
 
Pues bien, aun cuando esa apreciación parece acertada, lo cierto es que esta Corporación 
ha señalado en forma reiterada que la acción de tutela constituye el mecanismo idóneo para 
exigir que quienes ocupan los primeros lugares en los concursos de méritos accedan a los 
cargos que aspiraron, todo ello en defensa del derecho a la igualdad. Así, en la sentencia T-
624 de 2000 la Corte debió revisar el fallo proferido dentro de una acción de tutela interpuesta 
contra el Consejo Superior de la Judicatura y sobre este punto específico señaló:  
 
“El apoderado de la coadyuvante manifiesta que la acción es improcedente, por cuanto los 
derechos reclamados por la actora son de carácter legal y pueden ser reivindicados a través 
de recursos ordinarios. Sin embargo, en repetidas providencias, la Corte Constitucional ha 
expresado que el recurso de amparo es procedente - e incluso constituye la vía judicial 
principal - cuando se trata de exigir que en los nombramientos que realicen las entidades 
estatales para cargos de carrera administrativa se respeten los resultados de las oposiciones, 
de manera tal que las personas que ocupen los primeros lugares en los mencionados 
concursos de méritos sean las que reciban las designaciones, todo ello en desarrollo del 
principio de igualdad que debe regir estas materias.”  
 
Así mismo la Sentencia SU-086 de 1999, en cuya oportunidad la Corte analizó varias 
solicitudes de tutela presentadas con fundamento en hechos similares a los que ahora 
ocupan la atención de la Sala, precisó que ni la acción electoral ni la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho son las herramientas adecuadas para garantizar la plena 
aplicación del artículo 125 de la Carta, ni la protección de los derechos al trabajo, la igualdad, 



 

el debido proceso y la posibilidad de acceder a cargos y funciones públicas. Dijo entonces la 
Corte[1]:  
 
“Los hechos que exponen los demandantes en los distintos procesos de tutela que ahora se 
examinan guardan relación con actos administrativos proferidos como culminación de 
procesos de concurso para proveer cargos de funcionarios en la Rama Judicial.  
 
Es indudable que en todos ellos se hallan en juego derechos constitucionales fundamentales 
-el trabajo, la posibilidad de acceder a cargos y funciones públicas, el debido proceso y la 
igualdad-, puesto que el motivo de las demandas reside en el hecho de que los nominadores 
han ignorado los resultados del concurso y han llenado las vacantes con nombres de 
personas calificadas con puntajes inferiores a los de quienes ahora piden protección 
constitucional.  
 
Por otra parte, está en tela de juicio un problema mucho más amplio, que repercute en los 
derechos de los actores, cual es el de la inaplicación del artículo 125 de la Carta sobre 
carrera, que es del resorte del juez encargado de velar por la eficacia y certidumbre de los 
derechos fundamentales.  
 
Para los propósitos de hacer efectivos los enunciados derechos fundamentales de manera 
oportuna y cierta, y para asegurar la correcta aplicación del artículo 125 de la Constitución, 
no es la acción electoral -que puede intentarse ante la jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo- el medio judicial idóneo con efectividad suficiente para desplazar a la acción 
de tutela. Se trata, desde luego, de una acción pública que puede ser intentada por cualquier 
ciudadano, pero que no tiende a reparar de manera directa y con la oportunidad necesaria 
los derechos fundamentales de quienes han participado en el concurso.  
 
Tampoco es idónea la acción de nulidad y restablecimiento del derecho, cuyo objeto difiere 
claramente del que arriba se expone.”  
 
Esta posición fue también reiterada en la sentencia T-451 de 2001, donde la Corte explicó 
que el perjuicio irremediable está dado por la imposibilidad permanente en que se mantiene 
la persona para decidir qué cargo prefiere y a cuál puede vincularse.  
 
4.- Por todo lo anterior, la Corte considera que existe una clara línea jurisprudencial según la 
cual la acción de tutela es el mecanismo idóneo para controvertir la negativa a proveer cargos 
de carrera en la administración judicial de conformidad con los resultados de los concursos 
de méritos, pues con ello se garantizan no sólo los derechos a la igualdad, al debido proceso 
y al trabajo, sino también el acceso a los cargos públicos, y se asegura la correcta aplicación 
del artículo 125 de la Constitución. Por lo mismo, al no existir motivos fundados para variar 
esa línea, la Sala considera que debe mantener su posición y proceder al análisis material 
del caso. Obrar en sentido contrario podría significar la violación a la igualdad del actor, quien 
a pesar de haber actuado de buena fe y según la jurisprudencia constitucional, ante un 
cambio repentino de ella se vería incluso imposibilitado para acudir a los mecanismos 
ordinarios en defensa de sus derechos. (Negrilla y resaltado nuestro)  
 
De igual de manera recientemente la providencia T-340, M.P., LUIS GUILLERMO 
GUERRERO PÉREZ, de fecha agosto 21 de 2020, enseña con respecto a la idoneidad de la 
acción de tutela en los concursos de mérito lo siguiente:  
 



 

“Finalmente, el artículo 86 de la Constitución Política señala que la acción de amparo solo 
procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se 
utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. Esto significa que la 
acción de tutela tiene un carácter residual o subsidiario, por virtud del cual“ procede de 
manera excepcional para el amparo de los derechos fundamentales vulnerados, por cuanto 
se parte del supuesto de que en un Estado Social de Derecho existen mecanismos judiciales 
ordinarios para asegurar su protección”. El carácter residual obedece a la necesidad de 
preservar el reparto de competencias atribuido por la Constitución Política y la ley a las 
diferentes autoridades judiciales, lo cual se sustenta en los principios de independencia y 
autonomía de la actividad jurisdiccional.  
 
Dentro de este contexto, por regla general, la acción de tutela no procede contra los actos 
administrativos dictados dentro de un concurso de méritos, por cuanto el afectado puede 
acudir a los medios de defensa disponibles en la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo para el efecto. Incluso, con la expedición de la Ley 1437 de 2011, los 
demandantes pueden solicitar la adopción de medidas cautelares de todo tipo (preventivas, 
conservativas, anticipadas o de suspensión) cuyo contenido de protección es amplio y 
admiten su concurrencia dependiendo del caso (según la ley: “el juez o magistrado ponente 
podrá decretar una o varias” al mismo tiempo), con lo cual se pretende garantizar el acceso 
material y efectivo a la administración de justicia. Esta circunstancia debe ser objeto de 
análisis en el estudio de procedencia de la acción de tutela.  
 
Ahora bien, desde una perspectiva general, la Corte ha sostenido que, pese a la existencia 
de las vías de reclamación en lo contencioso administrativo, existen dos hipótesis que 
permiten la procedencia excepcional de la acción de tutela. La primera, se presenta cuando 
existe el riesgo de ocurrencia de un perjuicio irremediable, causal que tiene plena legitimación 
a partir del contenido mismo del artículo 86 del Texto Superior y, por virtud de la cual, se le 
ha reconocido su carácter de mecanismo subsidiario de defensa judicial. Y, la segunda, 
cuando el medio existente no brinda los elementos pertinentes de idoneidad y eficacia para 
resolver la controversia, a partir de la naturaleza de la disputa, de los hechos del caso y de 
su impacto respecto de derechos o garantías constitucionales.  
 
Sobre esta última, en la Sentencia T-059 de 2019, en el marco de un concurso de méritos, la 
Corte manifestó que:  
 
“Las acciones de tutelas que se interponen en contra de los actos administrativos que se 
profieren en el marco de concursos de méritos, por regla general, son improcedentes, en 
tanto que existe la acción de nulidad y restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo y, en el marco de ésta, la posibilidad de solicitar medidas 
cautelares. Sin embargo, al juez constitucional le corresponde, establecer si esas medidas 
de defensa existentes en el ordenamiento jurídico son ineficaces, atendiendo a las 
particularidades del caso en concreto puesto en su conocimiento. (…)”  
 
“Particularmente, cuando se trata de concursos de méritos, la jurisprudencia ha sido 
consistente en afirmar que los medios de defensa existentes ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo no siempre son eficaces, en concreto, para resolver el problema 
jurídico planteado, pues generalmente implica someter a ciudadanos que se presentaron a 
un sistema de selección que se basa en el mérito a eventualidades, tales como que (i) la lista 
de elegibles en la que ocuparon el primer lugar pierda vigencia de manera pronta o, (ii) se 
termine el período del cargo para el cual concursaron, cuando éste tiene un periodo fijo 



 

determinado en la Constitución o en la ley. En ese sentido, la orden del proceso de nulidad y 
restablecimiento del derecho no estaría relacionada con la efectividad del derecho al acceso 
de cargos públicos, sino que implicaría una compensación económica, situación que [,] a 
todas luces, no implica el ejercicio de la labor que se buscaba desempeñar y significa 
consolidar el derecho de otra persona que, de acuerdo con el mérito, no es quien debería 
estar desempeñando ese cargo en específico. (…)” Negrillas son nuestras  
 
“Por último, es importante poner de presente que, pese a que se podría sostener que la 
pretensión de la acción de tutela, se podría satisfacer mediante la solicitud de medidas 
cautelares, lo cierto es que en el fondo se plantea una tensión que involucra el principio de 
mérito como garantía de acceso a la función pública y ello, a todas luces, trasciende de un 
ámbito administrativo y se convierte en un asunto de carácter constitucional, que torna 
necesaria una decisión pronta, eficaz y que garantice la protección de los derechos 
fundamentales. // Lo anterior, en la medida en que tal y como se estableció en las Sentencias 
C-645 de 2017, C-588 de 2009, C-553 de 2010, C-249 de 2012 y SU-539 de 2012, el mérito 
es un principio fundante del Estado colombiano y del actual modelo democrático, en la medida 
en que tiene un triple fundamento histórico, conceptual y teleológico. En efecto, el principio 
del mérito se estableció en el ordenamiento jurídico con la finalidad de proscribir las prácticas 
clientelistas, para garantizar un medio objetivo de acceso, permanencia y retiro del servicio 
público y, por último, para hacer efectivos otros derechos que encuentran garantía plena a 
través de éste, al tiempo que se materializan los principios de la función administrativa, 
previstos en el artículo 209 de la Constitución. (…)” .  
En el marco específico de las medidas cautelares, la Corte también ha dicho que el juez de 
tutela tiene la facultad de proteger los derechos fundamentales como objetivo prioritario de 
acción, y ello lo hace de forma inmediata y con medidas más amplías; y, además, precisó 
que, aunque se debe revisar dicha herramienta al hacer el estudio de subsidiariedad, lo cierto 
es que existen importantes diferencias entre la medida cautelar y la acción de tutela, las 
cuales pueden resumirse así:  
 
“(i) es necesario seguir y ajustarse al procedimiento descrito en la norma y acudir mediante 
abogado debidamente acreditado, situación que no ocurre con la acción de tutela, como 
quiera que este es un instrumento que puede ser usado de manera personal por el titular de 
los derechos vulnerados, sin necesidad de seguir una forma preestablecida, (ii) por regla 
general, para que una medida cautelar sea decretada, es imperativo prestar caución para 
asegurar los posibles perjuicios que con ésta se puedan causar y, (iii) la suspensión de los 
actos que causen la vulneración de los derechos no es de carácter definitivo, puesto que 
estas herramientas son transitorias y, en esa medida, la orden final está sometida a las 
características propias de cada juicio, en contraposición con la protección que brinda el 
amparo constitucional, que en principio, es inmediato y definitivo.”  
 
En este orden de ideas, se concluye que la acción de tutela es procedente por vía de 
excepción para cuestionar actos administrativos dictados en desarrollo de un concurso de 
méritos, y que, más allá de la causal del perjuicio irremediable, cabe examinar la eficacia en 
concreto del medio existente y de la viabilidad sumaria de las medidas cautelares, teniendo 
en cuenta, como ya se dijo, la naturaleza de la disputa, los hechos del caso y su impacto 
respecto de derechos, principios o garantías constitucionales, siendo, prevalente, en este 
escenario, la protección del mérito como principio fundante del Estado colombiano y del 
actual modelo democrático, como lo señaló expresamente Sentencia T-059 de 2019 
.(Negrillas son de la actora)  
 



 

Además de las razones previamente expuestas, se considera que la pretensión del 
accionante no se enmarca dentro del escenario de efectividad de las medidas cautelares en 
el proceso contencioso administrativo, por las siguientes razones:  
 
Primero, porque la suspensión de un acto administrativo exige que se aprecie una posible 
violación de la ley, que surja del análisis del acto demandado y de su confrontación con las 
normas invocadas como vulneradas. En este caso, no se advierte la existencia de una 
oposición normativa que sea evidente, como lo demanda la ley y lo requiere la jurisprudencia 
del Consejo de Estado , sino de una controversia en la que se solicita darle aplicación directa 
al criterio de mérito que introduce la Constitución, con la particularidad de que, en el curso de 
la tutela, se produjo un proceso de tránsito legislativo que, como lo advierte la Agencia 
Nacional de Defensa Jurídica del Estado, contaba con un criterio unificado de la Comisión 
Nacional del Servicio Civil, conforme al cual la Ley 1960 de 2020, en cuyo artículo 6 se 
dispone que la lista de elegibles se aplicará “en estricto orden de méritos” para cubrir “las 
vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos 
equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria de concurso en 
la misma entidad”, únicamente se debía aplicar para los procesos de selección cuyos 
acuerdos de convocatoria hayan sido aprobados después de su entrada en vigor, esto es, el 
27 de junio de 2019 y, en el caso bajo examen, tal actuación tiene su origen en el año 2016. 
Por consiguiente, no se trata de un caso en donde se advierta la simple confrontación de 
normas como supuesto legal que habilite la medida cautelar de suspensión provisional, en 
los términos del artículo 231 del CPACA.  
 
Segundo, porque la discusión no permite una medida conservativa, en tanto que lo que se 
busca es precisamente reclamar un derecho que había sido objeto de una respuesta negativa 
por parte de la administración. Y tampoco cabe la orden de adoptar una decisión 
administrativa, por cuanto ella es el sustento propio de la controversia de fondo, y al tratarse 
de una medida anticipativa, solo se justifica ante la inminencia de un daño mayor, hipótesis 
de apremio que no resulta evidente en este caso, al tener que verificarse el alcance de una 
garantía de raigambre constitucional y el tránsito legislativo ocurrido sobre la materia.  
 
Por el conjunto de razones expuestas, se advierte la falta de eficacia e idoneidad de las vías 
de lo contencioso administrativo para dar respuesta a la controversia planteada, lo que 
amerita su examen a través de la acción de tutela, como medio principal de protección de los 
derechos invocados. Por esta razón, se procederá a plantear el problema jurídico bajo 
examen y a determinar los aspectos que serán objeto de evaluación por parte de este 
Tribunal, con base en los cuales se adelantará el examen del caso concreto.  
 
D.) Razones que justifican la procedencia de la acción de tutela como mecanismo principal 
para garantizar el debido proceso, la garantía del mérito, derecho al trabajo y al acceso a 
cargos públicos en el caso concreto.  
 
Ahora, no sobra precisar que conforme los pronunciamientos constitucionales, que usted juez 
constitucional, debe tener total certeza probatoria que el medio de control de nulidad y 
restablecimiento resultaría oportuno y garantista de los derechos invocados en comparación 
con la acción de tutela, hecho que sin lugar a equívocos no se presenta en el caso en estudio, 
de tal manera que resulta procedente la acción incoada, y todo porque el tema es de mucha 
relevancia constitucional, pues se requiere subsanar de inmediato eventuales riesgos en el 
presente para que no se repitan en el futuro.  
 



 

Se define el concepto de un precedente por parte de la Corte Constitucional, en las 
Sentencias T-794 de 2011, y T-011 de 2017, se expresó así: el precedente, por regla general, 
es aquella sentencia o conjunto de sentencias que presentan similitudes con un caso nuevo 
objeto de escrutinio en materia de (i) patrones fácticos y (ii) problemas jurídicos, y en las que 
en su ratio decidendi se ha fijado una regla para resolver la controversia, que sirve también 
para solucionar el nuevo caso.  
 
En consecuencia, este tipo de defecto se puede presentar bien sea por desconocimiento del 
precedente vertical, es decir, por el incumplimiento de los criterios jurisprudenciales 
expresados por jueces de superior jerarquía, en particular por los órganos de cierre de cada 
jurisdicción, así como por desconocimiento del precedente horizontal, es decir, de jueces de 
un mismo cuerpo colegiado. En la labor de identificar si se está frente a este tipo de defecto 
en materia de precedente horizontal, la Corte ha considerado la siguiente metodología:  
 
[…] el defecto por desconocimiento del precedente horizontal se configura cuando el juez 
unipersonal o colegiado cambia su propia jurisprudencia, sin realizar la referencia expresa al 
precedente que sirvió de sustento para resolver casos análogos y exponer razones 
suficientes que ameriten el distanciamiento. Para decidir sobre la procedencia de la acción 
de tutela por la causal estudiada es preciso:  
 
“i) determinar la existencia de un precedente o de un grupo de precedentes aplicables al caso 
concreto y distinguir las reglas decisionales contenidas en estos precedentes; ii) comprobar 
que el fallo judicial impugnado debió tomar en cuenta necesariamente tales precedentes pues 
de no hacerlo incurriría en un desconocimiento del principio de igualdad; iii) verificar si el juez 
tuvo razones fundadas para apartarse del precedente judicial bien por encontrar diferencias 
fácticas entre el precedente y el caso analizado, bien por considerar que la decisión debería 
ser adoptada de otra manera para lograr una interpretación más armónica en relación con los 
principios constitucionales, y más favorable a la vigencia y efectividad de los derechos 
fundamentales, de acuerdo con el principio pro homine.  
 
En consecuencia, la obligación de acatar la regla de decisión trazada previamente por una 
autoridad judicial como se advierte no es irrestricta, la autoridad judicial puede apartarse del 
criterio sentado por otra autoridad previamente, pero ello se puede hacer solo por ciertos 
específicos motivos.  
 

 Desconocimiento del precedente en el caso concreto, al desconocer el efecto 
clasificatorio del puntaje total obtenido que otorga derecho a integrar la lista de 
elegibles.  

 
a. Procedencia De conformidad con la Sentencia 00294 de 2016 del Consejo de Estado 
las decisiones que se dictan en el desarrollo de un concurso de méritos para la provisión de 
empleos generalmente constituyen actos de trámite y contra estos no proceden los recursos 
de la vía gubernativa ni los medios de control que regula la Ley 1437 de 2011 –CPACA-. Por 
tanto, en el evento de presentarse, en desarrollo del concurso la flagrante violación de un 
derecho fundamental, la acción de tutela para el afectado resulta procedente ante la carencia 
de medios de defensa judiciales para lograr la continuidad en el concurso. La carrera 
administrativa cuyo origen constitucional se encuentra en el artículo 125 de la Constitución 
Política, es un sistema técnico de administración de personal que tiene por objeto garantizar 
la eficiencia de la administración pública y ofrecer estabilidad e igualdad de oportunidades 
para el acceso y el ascenso al servicio público. En este sentido, la carrera administrativa 



 

funge, entonces, como un principio y una garantía constitucional. Así pues, el concurso de 
méritos está dirigido a garantizar la selección objetiva del aspirante, según la evaluación y 
determinación de su capacidad e idoneidad para asumir las funciones a desempeñar, de 
manera que se impida la subjetividad o arbitrariedad del nominador o criterios contrarios a 
los principios y valores constitucionales.  
 
 
b. Subsidiariedad  
 
El artículo 86 de la Constitución Política establece que la acción de tutela “sólo procederá 
cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice 
como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. Por ende, la procedibilidad 
de la acción constitucional estará sujeta que el accionante quien considere sus derechos 
fundamentales vulnerados no cuente con otro medio de defensa judicial y que el medio 
existente no sea idóneo o eficaz para la defensa de los derechos cuyo amparo se pretende.  
 
En consecuencia y para establecer la idoneidad y eficacia de los mecanismos judiciales, el 
juez debe valorar los supuestos fácticos de los casos en concreto, y examinará aspectos 
como: (i) si la utilización del medio de defensa judicial tiene la virtualidad de ofrecer la misma 
protección que se lograría a través de la acción de tutela; (ii) el tiempo que tarda en resolverse 
la controversia ante el juez natural; (iii) la vulneración del derecho fundamental durante el 
trámite; (iv) las circunstancias que impidieron que el accionante hubiese promovido los 
mecanismos judiciales ordinarios; (v) la condición de sujeto de especial protección 
constitucional del peticionario, entre otras.  
 
En la Sentencia SU-913 de 2009, se analizó el tema de la procedibilidad de la acción de tutela 
como mecanismo de protección de los derechos de quienes participan en concurso de 
méritos, al respecto indicó:  
 
(…) la doctrina constitucional ha reiterado que al estar en juego la protección de los derechos 
fundamentales al trabajo, la igualdad y el debido proceso de quienes participaron en un 
concurso de méritos y fueron debidamente seleccionados, la Corte Constitucional asume 
competencia plena y directa, aun existiendo otro mecanismo de defensa judicial, al considerar 
que la tutela puede “desplazar la respectiva instancia ordinaria para convertirse en la vía 
principal de trámite del asunto”, en aquellos casos en que el mecanismo alterno no es lo 
suficientemente idóneo y eficaz para la protección de estos derechos.  
 
En la misma línea en la Sentencia T-800 de 2011 la Honorable Corte Constitucional al analizar 
la procedencia de la acción de tutela para controvertir actos de asignación de puntajes en 
concursos de mérito, que igual podría ser de cualquier otro requisito, como el que nos ocupa 
en el presente caso la modificación de los manuales de funciones, señaló:  
 
“Aun cuando para este caso hay otro medio de defensa judicial susceptible de ser ejercido 
ante la justicia contencioso-administrativa, lo cierto es que no puede asegurarse que sea 
eficaz, pues la terminación del proceso podría darse cuando ya se haya puesto fin al concurso 
de méritos, y sea demasiado tarde para reclamar en caso de que el demandante tuviera razón 
en sus quejas.  
 
Ciertamente, el peticionario podría reclamar ante el juez contencioso la suspensión 
provisional del acto de asignación de puntajes que cuestiona como irregular, pero incluso si 



 

se le concediera esta decisión no tendría la virtualidad de restablecer de inmediato los 
derechos del accionante y, en cambio, podría dejarlo en una situación de indefinición 
perjudicial en el trámite de las etapas subsiguientes del concurso”. (Subrayado fuera de texto)  
 
De lo anterior se desprende que la acción de amparo constitucional se convierte en el 
mecanismo competente para resolver la controversia objeto de revisión si se tiene en cuenta 
que las pretensiones deprecadas están encaminadas a demostrar que existiendo la 
alternativa de acudir a los medios de control jurisdiccional en lo contencioso administrativo, 
por premura del caso exige acudir a la acción de tutela toda vez que las fases del concurso 
avanzan poniendo en evidente consumación la vulneración de los derechos fundamentales.  
 
c. Inmediatez  
 
De acuerdo a la sentencia T- 327 de 2015 de la Corte Constitucional, el requisito de 
inmediatez, exige que el ejercicio de la acción de tutela debe ser oportuno, es decir, dentro 
de un término y plazo razonable, pues la tutela, por su propia naturaleza constitucional, busca 
la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales y por ello la petición 
ha de ser presentada dentro de un marco temporal razonable respecto de la ocurrencia de la 
amenaza o violación de los derechos fundamentales.  
 
De lo anterior se tiene que la vulneración de mis derechos fundamentales es permanente y 
continua, habida cuenta que las entidades accionadas no brindan solución.  
 
En consecuencia, con lo expuesto en líneas anteriores se tiene que el concurso continúa 
avanzando con total normalidad pese a que se evidencie una constante vulneración de los 
derechos fundamentales de varios de los concursantes y sin que hasta la fecha cuenten con 
otra opción más eficaz que la acción de tutela para amparar sus derechos fundamentales 
antes de que se surtan todas las etapas del concurso y pierdan la posibilidad de continuar en 
el proceso.  
 
En ese sentido de procederse a ventilar el asunto objeto de estudio ante la jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, con los problemas de congestión judicial actuales, existe una 
alta probabilidad de que el concurso avance hasta que salga lista de elegibles quedando en 
firme, sucediendo este hecho antes de que se genere un pronunciamiento judicial de fondo, 
por lo tanto, solo la acción de tutela es la llamada evitar este perjuicio irremediable.  
 
Derechos fundamentales vulnerados  
 
Diversas sentencias emitidas por la honorable Corte Constitucional han sido enfáticas en 
precisar que “los concursos, cuya finalidad sea el acceso a la función pública, deben sujetarse 
estrictamente a los procedimientos y condiciones fijados de antemano y que las reglas que 
los rigen son obligatorias, no solo para los participantes sino también para la administración 
que, al observarlas, se ciñe a los postulados de la buena fe (C.P. Art. 83), cumple los 
principios que según el artículo 209 superior guían el desempeño de la actividad 
administrativa y respeta el debido proceso (C.P. Art. 29), así como los derechos a la igualdad 
(C.P. Art. 13.), y al trabajo( C.P. Art. 25) de los concursantes. Una actitud contraria defrauda 
a las justas expectativas de los particulares y menoscaba la confianza que el proceder de la 
administración está llamado a generar” (Sentencia T-298 de 1995. M.P. Dr. Alejandro 
Martínez Caballero).  
 



 

Debido Proceso  
El artículo 29 de la Constitución Política dispone que el debido proceso debe aplicarse a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas.  
 
De acuerdo con la Sentencia SU-159 de 2002, este último evento se presenta cuando la 
ausencia de una etapa procesal o de alguna formalidad desconoce las garantías previstas en 
la ley para los sujetos procesales, de forma tal que, por ejemplo, se impide que: “(i.) puedan 
ejercer el derecho a una defensa técnica, que supone la posibilidad de contar con la asesoría 
de un abogado en los eventos en los que sea necesario, ejercer el derecho de contradicción 
y presentar y solicitar las pruebas que considere pertinentes para sustentar su posición; (ii.) 
se les comunique de la iniciación del proceso y se permita su participación en el mismo y (iii.) 
se les notifiquen todas las providencias proferidas por el juez, que, de acuerdo con la ley, 
deben serles notificadas”, entre otras.  
 
  
Desconocimiento del principio del mérito. 
El principio del mérito, de conformidad con lo indicado en las sentencias C-901 de 2008 y C-
588 de 2009, persigue tres propósitos principales: En primer lugar, asegura el cumplimiento 
de los fines estatales y en particular de la función administrativa de manera eficiente y eficaz, 
en concordancia con los artículos 2 y 209 superiores, en segundo lugar, busca la prestación 
del servicio público por personas calificadas, lo que redunda en la eficacia y la eficiencia de 
éste y en tercer lugar, el mérito como criterio único de selección dota de imparcialidad la 
función pública, impide la reproducción de prácticas clientelistas y la sustrae de los vaivenes 
partidistas.  
 
Derecho a la igualdad  
El acceso a carrera mediante concurso dirigido a determinar los méritos y calidades de los 
aspirantes (CP art. 125), es una manifestación concreta del derecho a la igualdad (CP art. 
13) y al desempeño de funciones y cargos públicos (CP art. 40-7). La libertad del legislador 
para regular el sistema de concurso de modo que se garantice la adecuada prestación del 
servicio público no puede desconocer los derechos fundamentales de los aspirantes que se 
satisfacen mediante la participación igualitaria en los procedimientos legales de selección de 
los funcionarios del Estado.  
En el caso objeto de estudio, se evidencia que, de continuar con el curso normal de las etapas 
del proceso con desconocimiento a las reglas de la convocatoria, se vulnera mi derecho 
fundamental a la igualdad, toda vez que, en un test de proporcionalidad, tanto el suscrito 
como los demás concursantes nos encontramos en las mismas condiciones, esto es, en un 
concurso público con la finalidad de acceder a un empleo por mérito.  
 
Acceso y ejercicio de cargos públicos  
 
La Constitución ha garantizado a todo ciudadano el derecho a participar en la conformación, 
ejercicio y control del poder político y que para hacer efectivo ese derecho puede elegir y ser 
elegido y acceder al desempeño de funciones y cargos públicos (artículo 40, numerales 1º y 
7º de la Constitución).  
 
A ese derecho, que tiene el carácter de fundamental, se ha referido esta Corte en los 
siguientes términos: "No puede ser ajeno a la garantía constitucional de los derechos 
esenciales del hombre el ejercicio cierto de los que se enmarcan dentro del ámbito de la 
participación política, ya que éstos también son inherentes a la naturaleza humana, la cual 



 

exige, como algo derivado de su racionalidad, la opción de tomar parte en el manejo de los 
asuntos públicos. Ello, desde luego, sobre la base de que exista con el Estado el vínculo de 
la nacionalidad y de que se cumplan los requerimientos constitucionales y legales para su 
ejercicio”.  
 
El derecho específico al ejercicio de cargos y funciones públicas merece protección a la luz 
de la Constitución colombiana, no únicamente por lo que significa en sí mismo sino por lo que 
representa, al tenor del artículo 40, como medio en caminados a lograr la efectividad de otro 
derecho -genérico- cuál es el de participar en la conformación, ejercicio y control del poder 
político, a objeto de realizar la vigencia material de la democracia participativa.  
 
Si ello es así, tal protección puede ser reclamada, en casos concretos, mediante el uso del 
mecanismo de la acción de tutela, concebida precisamente como medio idóneo para asegurar 
que los derechos trascienden del plano de la ilusión al de la realidad. (Cfr. Corte 
Constitucional Sala Tercera de Revisión. Sentencia T-003 del 11 de mayo de 1992).  
 
Confianza legítima, seguridad jurídica y buena fe.  
El artículo 83 de la Constitución Política establece que las actuaciones de los particulares y 
de las autoridades deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, la cual se presume en 
todas las gestiones que se adelanten ante ellas.  
 
Se entiende que cuando una entidad pública efectúa una convocatoria para proveer un 
empleo de carrera administrativa, es porque indudablemente existe el cargo y carece de toda 
razonabilidad someter a un particular interesado en el mismo a las pruebas, exámenes y 
entrevistas que pueden resultar tensionantes para la mayoría de las personas, sin que el 
proceso adelantado y sus resultados se traduzcan en el efectivo nombramiento.  
 
La Sentencia T-472-09, expresa que la confianza legítima consiste en una proyección de la 
buena fe que debe gobernar la relación entre las autoridades y los particulares, partiendo de 
la necesidad que tienen los administrados de ser protegidos frente a actos arbitrarios, 
repentinos, improvisados o similares por parte del Estado. Igualmente, ha señalado que este 
principio propende por la protección de los particulares para que no sean vulneradas las 
expectativas fundadas que se habían hecho sobre la base de acciones u omisiones estatales 
prolongadas en el tiempo, y consentido expresa o tácitamente por la administración ya sea 
que se trate de comportamientos activos o pasivos, regulación legal o interpretación 
normativa. (Subrayado es mío) 
 
En cuanto a la relación con otros principios, ha dicho la Corte que la confianza legítima debe 
ponderarse con la salvaguarda del interés general, el principio de buena fe, el principio de 
proporcionalidad, el principio democrático, el de seguridad jurídica y respeto al acto propio, 
entre otros.  
 
Este principio ha sido principalmente utilizado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional 
como un mecanismo para armonizar y conciliar casos en que la administración en su 
condición de autoridad, por acción o por omisión ha creado expectativas favorables a los 
administrados y de forma abrupta elimina esas condiciones. (El subrayado es mío) 
 
Es así, que los principios de confianza legítima, seguridad jurídica y buena fe, han sido 
violentados por cuanto, se generó una expectativa con el concurso de méritos, en el cual no 



 

se avoca conocimiento de mis fundadas peticiones y como tal de manera arbitraria se ratifica 
sin ningún argumento que no continuo en el proceso concursal. 
 
Sentencia C-172/2021.  
GARANTÍAS EXTENDIDAS AL CIUDADANO EN VIRTUD DEL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN PÚBLICA  
(Sentencia SU 913 de 2009)  
“(i) las reglas señaladas para las convocatorias son las leyes del concurso y son 
inmodificables, salvo que ellas sean contrarias a la Constitución, la ley o resulten violatorias 
de derechos fundamentales; (ii) a través de las reglas obligatorias del concurso, la 
administración se auto vincula y autocontrola, en el sentido de que debe respetarlas y que su 
actividad en cada etapa se encuentra previamente regulada; (iii) se quebranta el derecho 
al debido proceso y se infiere un perjuicio cuando la entidad organizadora del concurso 
cambia las reglas de juego aplicables y sorprende al concursante que se sujetó a ellas 
de buena fe. En este punto, esta Sala de Revisión estima que si por factores exógenos las 
reglas del concurso varían levemente en alguna de sus etapas, las modificaciones que 
hacen parte integral de la convocatoria inicial, deben ser plenamente conocidas por 
los partícipes para que de esta forma se satisfagan los principios de transparencia y 
publicidad que deben regir las actuaciones de la administración y no se menoscabe la 
confianza legítima que los participantes han depositado en los parámetros fijados para 
acceder a un cargo de carrera administrativa; (…)”. (Negrillas fuera del texto)  
 
PREVALENCIA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE EL FORMAL (Sentencias T-283 
de 1994)  
“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que en las actuaciones de la 
Administración de Justicia “prevalecerá el derecho sustancial”, está reconociendo que el fin 
de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la realización de los derechos consagrados en 
abstracto por el derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los conflictos de 
intereses. Es evidente que, en relación con la realización de los derechos y la solución de los 
conflictos, el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un medio.” En materia de 
tutela, en desarrollo del principio contemplado en el artículo 228 constitucional, se dijo que 
de manera excepcional podría el juez alejarse del procedimiento establecido con el fin de 
proteger el derecho sustancial: “La interpretación adecuada de la primacía anotada 
significa que los procedimientos legales adquieren su sentido pleno en la protección 
de los derechos de las personas. En consecuencia, cuando la aplicación de una norma 
procedimental pierde el sentido instrumental y finalista para el cual fue concebida y se 
convierte en una mera forma inocua o. más grave aún. Contraproducente, el juez de 
tutela debe obviar el trámite formal en beneficio del derecho fundamental afectado.” 
(Negrilla fuera del texto)  
 
SISTEMA JURIDICO-Jerarquía  
La unidad del sistema jurídico, y su coherencia y armonía, dependen de la característica de 
ordenamiento de tipo jerárquico de que se reviste. La jerarquía de las normas hace que 
aquellas de rango superior, con la Carta Fundamental a la cabeza, sean la fuente de validez 
de las que les siguen en dicha escala jerárquica. Las de inferior categoría, deben resultar 
acordes con las superiores, y desarrollarlas en sus posibles aplicaciones de grado más 
particular. En esto consiste la connotación de sistema de que se reviste el ordenamiento, que 
garantiza su coherencia interna. La finalidad de esta armonía explícitamente buscada no es 
otra que la de establecer un orden que permita regular conforme a un mismo sistema 



 

axiológico, las distintas situaciones de hecho llamadas a ser normadas por el ordenamiento 
jurídico.  
 
IV. PRETENSIONES  
  
Teniendo en cuenta, que me encuentro a solo 0,58 puntos de alcanzar el clasificatorio de 
70,00 puntos, de la prueba de competencias funcionales, para poder continuar en proceso 
meritocratico; por haber identificado, expuesto con fundamentos y en oportunidad; las 
inconsistencias en 4 preguntas de la prueba de competencias funcionales, sobre las cuales 
la Fundación Universitaria del Área Andina, eludió la obligación, avocar conocimiento y  de 
darme en reciprocidad una respuesta, acorde con mis planteamientos; en aplicación a mi 
favor de los constitucionales principios de equidad, igualdad, debido proceso, acceso a 
cargos públicos, seguridad jurídica, confianza legitima y favorabilidad, comedidamente me 
permito de manera respetuosa, solicitar se revoque la decisión de tomo la Fundación 
Universitaria del Área Andina de no continuar en el proceso, y en su lugar plasmar fallo 
proveniente de su despacho con la:  La decisión de que puedo continuar en el proceso 
concursal. 
 
V. COMPETENCIA  
De acuerdo con el numeral 2° del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 333 del 6 abril de 2021, por 
ser esta una acción de tutela dirigida contra una decisión de una entidad pública es el juez 
competente para conocer de la acción interpuesta.  
 
VI. DECLARACIÓN JURADA  
 
Bajo la gravedad del juramento manifiesto que sobre los mismos hechos invocados en esta 
demanda no he interpuesto otra acción de tutela.  
 
Anexos en el libelo de tutela:  
- Copia de la Cédula de Ciudadanía de la accionante  

De requerirse cualquier otro documento, estaré atento a su solicitud, recordando en todo caso 
que de igual manera me acojo a lo dispuesto en el Artículo noveno del decreto 0019 de 2012, 
por el cual se dictan normas para suprimir o reformar regulaciones, procedimientos y trámites 
innecesarios existentes en la administración pública:  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



 

Notificaciones:  
 
EL ACCIONANTE:  
para lo cual manifiesto que recibo correspondencia a través de mi correo electrónico: 
a_alvarez1996@hotmail.com indicando para lo pertinente que acepto y autorizo ser 
notificado electrónicamente por medio del mencionado correo. Teléfono 3144350916.  
 
ACCIONADO 1: COMISION NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL – CNSC NIT 900.003.409-7  
Dirección: Cra 16 # 96- 64, Piso 7 Bogotá D.C Teléfono: 601-3259700,  
Email: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co; atencionalciudadano@cnsc.gov.co  
 
ACCIONADO 2: FUNDACION UNIVERSITARIA DEL AREA ANDINA NIT 860.517.302-1, 
Dirección: Carrera 14 A 70 A 34 Bogotá, Teléfono: (601) 7449191 Email: 
notificacionjudicial@areandina.edu.co   
 
Del señor Juez, atentamente. 
 
 
 
 
  
FIRMA  
NOMBRE: ANDRES FELIPE ALVAREZ JOYA  
CEDULA: CC 1010230604  
MÓVIL: 314-4350916  
CORREO ELECTRONICO: a_alvarez1996@hotmail.com  
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